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INTRODUCCIÓN 
La presente tesis, está referida al Ejercicio de la Acción Penal en los Delitos Omisivos, actividad llevada a efecto por el Sistema judicial.
El tema de la omisión en el Derecho penal ha sido tratado por muchos expertos de la doctrina penal, como parte integrante de la comisión o acción, que siempre fue considerada como punto de partida de la definición del delito y como única forma de conducta en la comisión de hechos delictivos. A partir de las tomas de posiciones y consideraciones de los expertos en la doctrina penal; hoy la omisión es una forma de conducta humana independiente de la acción aunque guarda relación con esta.  
En torno de la omisión se generan diversas interrogantes, mismas que iremos tratando en el argumento que presenta este trabajo. Puesto que han  sido los aspectos complejos con relación a la omisión, así como sus principales interrogantes que hicieron y aún hacen que su estudio sea cada vez más profundo y se haya extendido hasta lo que va del presente siglo.

Entre los aspectos que abordaremos se encuentra su diferencia y relación con los delitos por acción, ya que también asumimos a la mencionada comisión por omisión y su situación compleja; la posición de garante desde el punto de vista de la teoría funcional, la fundamentación del garante en la ley y los deberes del garante penal, especialmente en el marco de la omisión, entre otros aspectos que le sirven de complemento para que exista y se erija en un camino diferente al de la acción como forma tradicional de comportamiento.

De esta actividad se derivan situaciones que vienen a perjudicar  tanto al sujeto activo como al pasivo, y a la vez pone en movimiento al Sistema Judicial, a través del proceso penal, cuando este ha recibido demandas ocasionadas por el delito de omisión, conllevando con ello consecuencias muchas veces irreparables para la familia y la comunidad y en ocasiones perdida del bien jurídico más preciado como es la integridad y la vida de la persona humana; por lo que tanto médicos como abogados coinciden en que debe dárseles un tratamiento especial cuando son demandados ante los tribunales comunes cuando incurren en los delitos de Omisión, que de acuerdo a la tipicación  del legislador, quedan contemplados como homicidios y lesiones, culposa; razón que sirve de pauta para conocer la opinión de médicos y abogados a través de entrevista, que con su experiencia en la materia fortalecen este estudio.  Así  mismo el análisis de la Ley Penal vigente, Constitución Política de Nicaragua, Código penal de Nicaragua interrelacionada con la Teoría General del Delito y las  diferentes teorías que brindaron su aporte para abordar la temática del Ejercicio de la Acción Penal en los Delitos Omisivos. 
I. CAPITULO: ASPECTOS METODOLÓGICOS

A.- OBJETIVOS GENERALES Y ESPECIFICOS
Objetivo General:


Realizar un estudio sobre el Ejercicio de la Acción Penal en los Delitos Omisivos, a través de las diferentes teorías que la fundamentan, para dar a conocer a la sociedad nicaragüense,  y en especial a los usuarios del derecho desde el punto de vista jurídico penal; brindar recomendaciones que sirvan de reflexión y a la vez de protección (a los médicos, abogados, jueces, profesionales y usuarios del derecho), señalando la importancia y relevancia del tema, tanto en el ámbito jurisdiccional como personal cuando se asume la posición de garante;  Ayudar a proponer un mejor procedimiento en el ejercicio de la acción penal, a los ciudadanos que se sienten lesionados por el resultado de una mala práctica médica, para que de igual forma los profesionales de la medicina tenga los elementos técnicos necesarios para defenderse de las mismas cuando incurran omisiones en el proceso que lesionan los Derechos Humanos; temas que  a continuación serán planteados de forma específica.  

Objetivos Específicos:
1.-
Hacer un estudio sobre el ejercicio de la acción penal en los delitos Omisivos que ayude a ver de forma más clara la  importancia y relevancia del tema tanto en el ámbito jurisdiccional como personal cuando se tiene la posición de garante. 

2.-
Analizar y argumentar acerca de la omisión, su naturaleza jurídica y las diferentes teorías que la fundamentan.

3.-

Comparar desde una perspectiva normativa como esta contemplado el Delito de omisión en el Código Penal Nicaragüense y en otras legislaciones, tomando en cuenta lo que implica en el proceso penal tener posición de garante.

4.-
Contribuir con el estudio  del Ejercicio de la Acción Penal en los Delitos  Omisivos, para su aplicación en el proceso penal cuando hay acusación y existen indicios de culpabilidad. 
Siendo necesario, trabajar en base a una hipótesis, la que encontraremos a 

Continuación.
B.-
HIPOTESIS

El ejercicio de la acción Penal como parte del proceso.

 Tratamiento jurídico que se le da al que incurre en el Delito de Omisión, en el proceso penal, tomando como referencia a los Médicos en Nicaragua.

Proceso judicial que enfrenta el médico cuando incurre en el Delito de Homicidio Culposo, por haber actuado con omisión.

Contribuir a un proceso penal en donde se cumplan las garantías constitucionales y procesales, acompañado de la interpretación alternativa de los artículos 1 y 23 del Código Penal Vigente cuando se tiene la posición de Garante
C.- JUSTIFICACIÓN
El ejercicio de la acción Penal como parte del proceso, actividad que la ejerce tanto el Ministerio Público, como el particular cuando este se ha visto afectado por acciones omisivas, siendo este un juicio, complejo y bastante delicado, debido a que el ser humano en ocasiones no se siente garante de proteger el bien jurídico vida, debido a que el hombre muchas veces es portador de valores negativos y mira con poco interés el poseer tal posición, porque se entiende que para ello debe existir un documento firmado que lo obligue o le de esa función y en donde se le asigna esa responsabilidad; pero, recordemos, que sobre la vida descansan los demás valores de los que el hombre es portador, razón por la cual se ha conferido a rango constitucional dentro de los Derechos Sociales de nuestra Constitución contemplado en los artículos 23 y 59 
En tal sentido sabemos que son muchos los países del mundo que frente a esta situación se han preocupado por proteger la salud y la vida a través de normas, reglamentos legales y tratados internacionales sobre la relación Medico Paciente. 

Sabemos también que a través del proceso se dirimen las controversias en relación a los Delitos Omisivos que en la mayoría de los casos son cometidos por  médicos, enfermeras, anestesiólogos, etc. siendo este un punto de partida en el trabajo y estudio de la presente tesis, siendo a la vez un aporte al sistema Judicial  y a la sociedad nicaragüense y demás autoridades interesadas en saber qué hacer cuando estén frente a esta situación. 

De igual manera ayudar a proponer un mejor procedimiento en el ejercicio de la acción penal, promovidas por los ciudadanos que se sienten lesionados por el resultado de una mala práctica médica, para que de igual forma los profesionales de la medicina tenga los elementos técnicos necesarios para defenderse de las mismas, al igual que las omisiones en el proceso que lesionan los derechos Humanos.

El presente tema de investigación es una de las tantas razones que me han motivado porque además de ser de actualidad en el ámbito jurídico, también reviste especial importancia al encontrarse vinculado con el ser humano aspectos fundamentales como son la vida y la salud de las personas.

Señalamos estos aspectos como uno de sus principales antecedentes, los que serán abordados en el siguiente capítulo.
D.- 
ANTECEDENTES

En Nicaragua, el ejercicio de la acción penal por parte de la víctima y luego por el Ministerio Público, al tener por ley el monopolio de la acción penal en los Delitos Omisivos a nivel nacional, han puesto en movimiento al órgano jurisdiccional para conocer y resolver estos delitos, lo que ha dejado de manifiesto la necesidad de llevar un mejor control sobre este tipo de delito, haciendo su respectiva revisión en donde se brinde la garantía del debido proceso, tanto al sujeto pasivo como al sujeto activo. 

Durante estos últimos años principalmente los profesionales de la medicina se han  visto afectados, debido a que muchos pacientes sintiéndose perjudicados por considerar imprudente y negligente el actuar de los profesionales de la medicina han interpuesto demandas en los juzgados penales, por lo que muchos nos preguntamos que si ajustado a la ciencia penal el médico es responsable criminalmente por su acción u omisión, tomando en cuenta la relevancia jurídica que presentan las eximentes de responsabilidad penal y la incidencia de todo aspecto doctrinal y científico tanto de la medicina como del derecho, en lo que respecta al principio del riesgo permitido  y en consecuencia analizar si una vez realizado el ejercicio de la acción penal, en los respectivos tribunales competentes, se da una correcta tipificación del delito, al igual que si se da una aplicación correcta en nuestra legislación para poder dirimir un conflicto conforme al derecho sustantivo.  

Por lo que cabe preguntarse: ¿Cual es la responsabilidad penal que se les impone y como se tipifica en el proceso penal;¿Cómo se regula el actuar del ejercicio profesional del médico tanto a nivel del MINSA como órgano máximo regulador de los mismos y la legislación penal vigente?. Cuál es la incidencia de estos casos y su tratamiento judicial?  
II. CAPITULO: DESARROLLO DEL TRABAJO
A.- CONSIDERACIONES GENERALES ACERCA DE LA COMISIÓN POR  OMISIÓN
1- La Acción y la omisión dentro del Derecho Penal 
La omisión dentro del Derecho Penal, se ubica junto a otros temas polémicos; emergió luego del amplio debate del significado de la acción y actualmente se ha desarrollado como una reconocida y estudiada institución en el contexto de las Ciencias Penales, comenzando con propias publicaciones, análisis, debates, gracias también, a una lista de investigadores y teóricos de la doctrina penal, en sentido general. Todo ello debido, por una parte, a la autenticidad de los problemas ilustrados y de las soluciones obtenidas, y por otra, a la multitud de casos en los que dicha institución penal ha encontrado su configuración. 

El delito de omisión presenta una compleja problemática dentro del estudio y análisis de la dogmática moderna, por lo que entendemos que un pequeño tratamiento contribuirá, poco a poco, al esclarecimiento de un tema que no ha sido abordado con la profundidad y análisis que merece, a excepción de nuestros grandes maestros del Derecho Penal. 

En el marco del estudio de la presente institución germinaron figuras de relevancia como lo son las formas de la omisión (omisión propia e impropia) la comisión por omisión tiene en común con la omisión pura el que ella no crea un curso causal activo que genere la producción del resultado: dicho curso causal, generado por otra instancia natural o humana, se le imputa al sujeto en virtud del compromiso de contención incumplido. 

Se podría decir que la comisión por omisión y la omisión pura tienen en común la base ontológica de la realización típica (ausencia de generación de un proceso de causación activa del resultado) Y que la comisión por omisión y la comisión activa tienen en común la base normativa de la realización típica. 

Algunos penalistas plantean que la comisión es auténtica comisión aunque sea por omisión, esto es sin causar activamente el resultado. Por todo lo indicado, creemos que responde mejor a la realidad, el plantear el problema de la discusión en términos de diferenciar entre comisión y omisión. Esta distinción, además, tampoco coincide con lo que puede tener lugar entre una realización activa y una omisiva del tipo. Pues, como se ha advertido y resulta evidente, existe una comisión activa y una comisión por omisión. Así la distinción entre comisión y omisión se plantea a dos niveles. 

Por un lado, es una distinción entre omisión pura y comisión por omisión. Por otro lado, es una distinción entre comisión activa y comisión por omisión.

 Muchos han sido los aspectos complejos con relación a la omisión, así como sus principales interrogantes que hicieron y aún hacen que su estudio sea cada vez más profundo y se haya extendido hasta lo que va del presente siglo.

Alrededor de la omisión en el proceso penal, se gestan diversas interrogantes que iremos tratando en el contexto del trabajo de la presente tesis como por ejemplo, su diferencia y relación con los delitos por acción, ya que también asumimos a la mencionada comisión por omisión y su situación compleja; la posición de garante y su relevancia en el proceso penal especialmente en el marco de la omisión, entre otros aspectos que le sirven de complemento para que exista y se erija en un camino diferente al de la acción como forma tradicional de comportamiento
La comisión o acción siempre fue considerada como el punto de partida para la definición de delito, y como única forma de conducta en la comisión de hechos delictivos. 

Sabemos que los delitos Omisivos fueron tratados por muchos expertos de la doctrina penal, como parte integrante de los primeros; concepto que cambió (aunque no totalmente) dentro del Derecho Penal, a partir de las tomas de posiciones y consideraciones de aquellos para los cuales hoy la omisión es una forma de conducta humana independiente de la acción, aunque guarda relación con ésta. 

Como mencionaba anteriormente, para la comisión por omisión se requiere pues, de que un sujeto se encuentre en posición de actuar, esto es, que haya asumido un compromiso de actuación, de que evitara los riesgos típicos que pueden recaer sobre algún bien jurídico. Es decir, debe estarse frente a un doble compromiso: positivo, en cuanto a que este compromiso supone una mayor protección al bien jurídico, hay una asunción frente a la sociedad de que se hará cargo y negativo, en cuanto a que la misma sociedad no prestará mayores resguardos al haber alguien asumiendo esa función. 

2.- Clases de omisión, diferencia y relación con los delitos por acción 
2.1- Clases de Omisión.
La fórmula clásica refleja una concepción que sitúa la acción y omisión en el mismo plano sistemático (sea éste el del ser conducta o comportamiento humano o el de las realidades normativas-tipicidad). Sin embargo, se considera, en primer lugar, que los conceptos de acción y omisión no se contraponen, sino que se sitúan en niveles sistemáticos distintos.

En el plano del ser, solo hay procesos causales, algunos de los cuales, que son capaces de sentido, esto es, interpretables y no meramente explicables, reciben el nombre de acciones. Éstas, al ser contempladas desde perspectivas normativas (o sea, a partir de algún sistema de normas, sea éste del género que sea) pueden manifestarse como comisiones o como omisiones. 

En particular, es eso lo que sucede cuando las acciones humanas se contemplan desde la perspectiva del Derecho Penal, que pueden interpretarse como comisiones u omisiones (realizaciones típicas comisivas u omisivas). 

Comisiones u omisiones se distinguen normativamente. Las primeras expresan ingerencias en la esfera jurídica de terceros, (empeoramiento del estado de los bienes jurídicos ajenos) lesiones de su autonomía; las segundas, expresan la ausencia de una intervención en salvaguarda de los bienes jurídicos de terceros, y por tanto, vulneran principios de solidaridad, en general.

La comisión por omisión es una situación compleja: es comisión y es omisión. Se distingue de la comisión activa porque en ella no hay una creación activa (por vía causal eficiente) de riesgo. A la vez, se distingue de la omisión pura porque en ella, de modo previo se adquiere voluntariamente un compromiso de actuar a modo de barrera de riesgos concretos que amenazan a bienes jurídicos específicos, (obligación o deber, lo que de denomina doctrinalmente, "posición de garante"). Dicho compromiso produce un efecto de confianza y abandono, tanto en los potenciales afectados como en terceros potenciales intervinientes. 

De este modo, si luego se incumple el compromiso de contención dejando que el riesgo se haga actual y se realice en el resultado, se tiene un dominio de dicho riesgo, un control del proceso lesivo que es normativamente idéntico al de la comisión activa, pese a no haber en la conducta del sujeto causalidad en relación con el resultado (identidad estructural y material en el plano normativo).

La comisión por omisión tiene, pues, en común con la comisión activa el que realmente supone una ingerencia del sujeto en la esfera jurídica ajena, al haberse ampliado el propio ámbito de competencia a espacios de defensa de terceros, que el sujeto configura, para luego no cumplir el compromiso. Lo importante de ello es que la sanción de la comisión por omisión no se basa en una vulneración del principio de solidaridad sino en una lesión del principio de autonomía. 

Sin embargo, la comisión por omisión tiene en común con la omisión pura el que ella no crea un curso causal activo que genere la producción del resultado: dicho curso causal, generado por otra instancia natural o humana, se le imputa al sujeto en virtud del compromiso de contención incumplido. Se podría decir que la comisión por omisión y la omisión pura tienen en común la base ontológica de la realización típica (ausencia de generación de un proceso de causación activa del resultado) Y que la comisión por omisión y la comisión activa tienen en común la base normativa de la realización típica. 

Algunos penalistas plantean que la comisión es auténtica comisión aunque sea por omisión, esto es sin causar activamente el resultado. Y sería, permitiéndoles en una expresión, comisión propia y omisión impropia.

Por todo lo indicado, creemos que responde mejor a la realidad, el plantear el problema de la discusión en términos de diferenciar entre comisión y omisión. Esta distinción, además, tampoco coincide con lo que puede tener lugar entre una realización activa y una omisiva del tipo. Pues, como se ha advertido y resulta evidente, existe una comisión activa y una comisión por omisión. Así las cosas, la distinción entre comisión y omisión se plantea a dos niveles. 

Por un lado, es una distinción entre omisión pura y comisión por omisión. Por otro lado, es una distinción entre comisión activa y comisión por omisión. Se observa que en realidad, la problemática reseñada tiene sentido claro, se trata de delimitar la institución de la comisión por omisión de las dos figuras que le son próximas y con las que pese a la claridad de la distinción conceptual, puede confundirse en casos concretos.

Ciertamente, muchos delitos, como por ejemplo el homicidio que en principio, se deriva de una norma prohibitiva (no matar) pueden ser realizados tanto por acción como por omisión, pero en este último caso solo puede ser hecho responsable por omisión el que tenga un especial deber de evitar el resultado, lo que demuestra una diferencia valorativa entre la acción y la omisión que impide una equiparación entre ambas formas de comportamiento de forma general y absoluta.

Existe una opinión en la doctrina penal de que la diferencia entre acción y omisión depende del criterio valorativo, de la norma de referencia que utilicemos para valorar la conducta humana. De ahí que la distinción no sea siempre fácil de hacer y haya que tener en cuenta siempre la norma de referencia antes que la forma de manifestación misma de la conducta, que siempre está constituida de momentos activos y Omisivos.

Por otra parte y en su momento 
Francisco Muñoz Conde comentó que: "La omisión en sí no existe, la omisión es la omisión de una acción que se puede hacer y por eso mismo, está referida siempre a una acción determinada en sí, sino siempre y en todo caso, la omisión de una acción determinada." 

De aquí se desprende que el sujeto autor de la omisión debe de estar en condiciones de poder realizar la acción; si no existe tal posibilidad de acción, por las razones que sean, no puede hablarse de omisión. Por ejemplo, un médico en posición de garante de un paralitico, no puede exigirle que este en la piscina como parte de la terapia dentro de su tratamiento.  

Como dirían en otros de su análisis, 
"Omisión no es un simple no hacer nada, sino no realizar una acción que el sujeto está en situación de poder hacer. Todas las cualidades que constituyen la acción en sentido activo (voluntariedad, finalidad y causalidad) deben estar a disposición del sujeto para poder hablar de omisión. Así, las causas que excluyen la acción son también, al mismo tiempo, causas de exclusión de la omisión. La posibilidad de acción es por consiguiente, el elemento ontológico conceptual básico común tanto a la acción como a la omisión." 

Ahora bien, del mismo modo que no toda acción es jurídico-penalmente relevante, toda omisión tampoco lo es. Sólo lo son aquellas omisiones que infringen el deber de actuar en un determinado sentido, es decir, la omisión típica. Esto incide en la idea de que el concepto general de acción no es un elemento previo y autónomo a la tipicidad, sino un conjunto de requisitos típicos, que eso sí, tienen que reunir una serie de caracteres para ser considerados humanos: en este sentido igual que cualquier hecho no es considerado acción -positiva (acción en sentido estricto)- humana; cualquier omisión tampoco será considerada omisión humana.

2.-  Diferencia y relación con los delitos por acción
Las normas jurídicas o son normas de prohibición o preceptivas. Mediante las primeras se veda una acción determinada, la infracción consiste en la realización de la norma prohibida. A través de las segundas es ordenada una acción concreta; la infracción jurídica consiste en la omisión de ese hacer. 
Todos los delitos de omisión son infracciones de las normas preceptivas. 

En Derecho Penal predominan naturalmente las normas prohibitivas porque esencialmente no puede ser misión de las sanciones penales evitar a los destinatarios de las normas, la salvaguarda por medio de su intervención personal de todos los bienes jurídicos puestos en peligro.

La jurisprudencia y la doctrina aceptan de común acuerdo que la mayoría de los delitos de comisión a cuyo tipo pertenece un resultado de lesión o de peligro, pueden ser también cometidos por medio de la ausencia de evitación de dichos resultados en la medida en que existe un deber jurídico de intervenir. Más allá todavía se encuentra la opinión de que también en los delitos de simple actividad entra en consideración una comisión omisiva. 

Para la solución de un caso de Derecho Penal se plantea ante todo la cuestión, como aspecto relevante para el enjuiciamiento jurídico-penal, de si a partir de un acontecimiento determinado se debe extraer un hacer positivo o una omisión.

Ejemplo: Cuando habiendo fecha para nacer a través de cesárea, el médico espera a la madre naturaleza para resolver, lo que provoca la muerte del bebe dentro del vientre de la madre por asfixia

Por regla general, la cuestión de si un hecho puede concebirse como un hacer o como una omisión, se contesta fácilmente de acuerdo con la comprensión natural de las cosas. No obstante, hay casos que no resultan claros a primera vista.
Según nos plantea la doctrina y el Derecho español, como en otros ordenamientos jurídicos penales también, el comportamiento humano punible puede ser uno activo o puede consistir en una omisión. Según el artículo 1 del Código Penal español, por ejemplo: "Son delitos o faltas las acciones y omisiones dolosas o culposas penadas por la ley". Ni la ciencia del Derecho Penal considera, por ello, que una primera gran clasificación de los delitos es la que distingue entre los delitos de acción y delitos de omisión. Sin embargo, se plantea que esa clasificación no es correcta sin que con la misma se pretenda abarcar a todos los delitos.

El concepto de delito es único, mientras que la acción y la omisión son dos tipos de comportamiento distintos para realizar el delito. Por lo tanto, solo podría ser válida la expresión "delitos de acción" para designar a aquellos delitos que única y exclusivamente pueden ser realizados mediante una conducta positiva, o sea, por una acción y por lo mismo, de delitos de omisión únicamente cabría hablar en relación con aquellos que única y exclusivamente pueden realizarse mediante una omisión. Hay delitos que pueden realizarse tanto por una acción como por una omisión y por ello no puede decirse que sean ni delitos de acción ni de omisión en sentido estricto. En estos delitos donde a juicio de algunos autores, se inscribe la llamada comisión por omisión.

En resumen, 
parte de la doctrina del Derecho Penal asiente que el delito omisivo consiste siempre, por tanto, en la omisión de una determinada acción que el sujeto tenía obligación de realizar y que podía realizar. 

Por ello, el delito de omisión es siempre, estructuralmente, un delito que consiste en la infracción de un deber. Pero no de un deber social o moral, sino de un deber jurídico. En realidad, en el fondo de todo delito existe siempre una infracción de un deber, el deber de respetar el bien jurídico protegido en el tipo penal en cuestión (no matar, no hurtar, etc.) pero lo esencial en el delito de omisión es que ese deber se incumple al omitir el sujeto una acción mandada y por tanto, esperada en el ordenamiento jurídico. 

Consideramos que aunque esto sea de este modo, la omisión sea parte de la acción, pues como ya manifestamos y analizamos, son conceptos distintos.

El deber puede ser un deber genérico, que incumbe a cualquier persona por el hecho mismo de la convivencia (ayudar a alguien en peligro) o un deber específico que solo obliga a determinado círculo de personas (funcionarios, médicos, etc.) Pero aún cuando exista infracción de un deber, si la lesión del bien jurídico se produce por una acción habrá un delito comisivo o activo, no uno de omisión (así, por ejemplo, el cirujano opera con instrumental no desinfectado y el paciente muere por infección, habrá un delito de homicidio por imprudencia activo: Operar sin desinfectar el instrumento, no uno omisivo.) 

CAPITULO III: LA OMISIÓN COMO FORMA DE COMPORTAMIENTO HUMANO.

A.-
La Acción como Forma Tradicional del Comportamiento Humano y su trascendencia al Derecho Penal

Para que exista el Delito, la conducta es el primer elemento de comportamiento humano voluntario, positivo. A veces un acto o conducta involuntaria puede tener en el Derecho Penal, responsabilidad culposa predeterminada.

Además, la conducta como pilar fundamental y la base primaria para que se produzca el delito; dato natural del que podemos predicar en determinadas circunstancias y condiciones su tipicidad (adecuación a un tipo penal), antijuridicidad (contrariedad con el ordenamiento jurídico) y culpabilidad (juicio de reproche por la posibilidad de actuar conforme a derecho); características normativas o valorativas que afirmadas con relación a una conducta determinada, permiten calificar a la misma como "delito". 

Todos los tipos penales de la parte especial de los Códigos Penales están necesariamente referidos a un autor ("el qué...", "quiénes... ", los "que...", etc.) y, por lo tanto, a una conducta determinada que se encuentra literalmente mencionada mediante un verbo típico (matar, apoderarse, etc.). Por lo tanto, el 
Aspecto relevante en el análisis práctico de la solución de casos o problemas consistirá en la falta o ausencia de conducta en todos aquellos supuestos en los que el ente material de nuestro examen no presente todos los elementos objetivos y subjetivos que son necesarios para afirmar la existencia de una conducta. 

Excluida la conducta, no tiene sentido entrar al análisis de los restantes caracteres del delito puesto que nos habremos quedado sin la base o sustrato estructural de la dogmática jurídico penal.

Esta manifestación primaria del obrar delictivo, como dice la doctrina, presenta dos formas concretas de manifestación: bien un hacer positivo (comisión o acción en sentido estricto), bien un no hacer (omisión).

El delito es obra de un sujeto determinado, el elemento básico de su estructura debe ser la acción, en cuanto una conducta o hecho humano que la ley considera delito.

La Acción es un acaecimiento previsto por la ley y dependiente de la voluntad humana. Por consiguiente "es un comportamiento humano, un acto atribuible a un ser humano". 

La acción es un aspecto del delito y para la teoría causalista, su precursor principal fue Franz Von Liszt, "es un comportamiento humano dependiente de la voluntad (voluntario), que produce una determinada consecuencia en el mundo exterior. 
Para la Teoría Finalista (Hans Welzel), "La acción no es solo un proceso causalmente dependiente de la voluntad, sino por su propia esencia, ejercicio de la actividad final. La finalidad obedece a la capacidad del hombre de prever, dentro de ciertos límites, las consecuencias de su comportamiento causal y de conducir el proceso según un plan a la meta perseguida mediante la utilización de recursos". 

Los Finalistas consideran a la voluntad como un factor de conducción que supradetermina el acto causal externo. Es decir, el agente para cometer el hecho delictivo piensa el ilícito y realiza la conducta delictiva, porque su voluntad lleva un fin y este es el último acto que provoca la aparición del delito. 

Debemos distinguir a las teorías Causalista y Finalista de la acción, en virtud a que la primera, considera a la acción como un producto causal y mecánica; en cambio, la segunda determina dirección o propósito a ese producto causal, es decir, existe una voluntad orientada en determinado sentido, a buscar un determinado fin.

Según nos orienta Rodríguez Devesa, existen dos tipos de acción delictiva la primera puede consistir en un hacer algo, en la realización de un movimiento corporal: acción en sentido estricto; o en un no hacer algo, en segundo lugar: omisión pura o propia; o en una combinación de ambas posibilidades: comisión por omisión u omisión impropia. 

En los delitos de acción en sentido estricto se infringe una ley prohibitiva; los delitos puros de omisión consisten en la infracción de una ley preceptiva, que manda hacer algo; en los delitos de comisión por omisión se infringe una ley prohibitiva mediante la infracción de una ley preceptiva. Ej.: el homicidio infringe la prohibición de matar (ley prohibitiva); la omisión de socorro es la infracción de la obligación de socorrer a las personas que se hallaran en la situación que el Código expresa (ley preceptiva); la madre que mata al recién nacido (infracción de una ley prohibitiva) no proporcionándole los alimentos que el mismo no se puede procurar (infracción de una ley preceptiva), mata mediante una omisión. Nótese que en la estructura de los delitos de acción y los de omisión es semejante. En ambos entra como componente un hacer activo y un omitir, Así en el homicidio: matar, no matar (deber de); no socorrer, socorrer (debe de). 

La diferencia está en que la ley pone el acento en un caso en el hacer y en el otro, en el incumplimiento del deber. Tanto en uno como en otros delitos, se produce un comportamiento distinto de la acción esperada por la ley, en el homicidio, la ley espera que el sujeto no mate, en la omisión de socorro, que preste el socorro. 

III. CAPITULO: 
A.- DELITOS; FALTAS PENALES   Y PRINCIPIO DE LEGALIDAD 

1.- interpretación alternativa de los artículos 1 y 23



Toda acción u omisión calificada y penada por la Ley, constituye delito o falta, nuestro Código  Penal nicaragüense en su artículo veintiuno define a los Delitos y Faltas como las acciones u omisiones dolosas o imprudentes; señalando en el articulo veintidós, que cuando la Ley tipifica una conducta lo hace a titulo de dolo, salvo que expresamente establezca la responsabilidad por imprudencia, mejorado en el articulo veintitrés el cual dice, que los delitos o faltas pueden ser realizados por acción u omisión. 
Aquellos que consideran que consistan en la producción de un resultado, podrán entenderse realizados por omisión solo cuando el no evitarlo infrinja un deber especial jurídico del autor, y equivalga según el sentido estricto de la ley a causar un resultado.
De lo que se deduce que el delito de omisión contempla:
a- Una acción u omisión: Es decir, que en Nicaragua, la acción u omisión penalmente relevante es la realización en el mundo exterior; sin obviar que la mayoría de los penalistas modernos designan a la acción u omisión como un comportamiento dependiente de la voluntad humana, ya que la voluntad implica siempre una finalidad por tanto el derecho penal no concibe un acto de la voluntad que no vaya dirigido a un fin.

b- Calificada y penada por la Ley: desde el punto de vista jurídico, a todo delito el legislador sanciona con una pena, esto es una consecuencia del principio de legalidad nullum crimen poena sine lege.

c- De lo anterior se deduce una estrecha relación  con lo establecido en el artículo cuarto del Código Penal que dice: No son punibles las acciones u omisiones que no estén calificadas como delitos o faltas penadas por la Ley anterior a su comisión. 

Por lo que puedo deducir que lo anteriormente expuesto no solamente expresa implícitamente el Principio de Legalidad sino que también los elementos de Tipicidad y antijuricidad. 

Pues bien, como la perspectiva de análisis es normativa y no naturalística es perfectamente posible atribuir un determinado resultado a una omisión. Desde una esfera normativa es idéntico crear activamente ese riesgo, que estar frente a un riesgo, tener él deber de controlarlo y no hacer nada al respecto, permitiendo que ese riesgo efectivamente lesione el bien jurídico, siendo estos los lineamientos teóricos más relevantes. 

Para evitar que se amplíe la aplicación de delitos de omisión impropia es que se han establecido en doctrina las "fuentes de la posición de garante". Son indiscutidas a nivel nacional, como fuentes de esta posición, la ley y el contrato. 

A modo de ejemplo, en el Código Penal de España en su artículo 11, se dispone: "Los delitos o faltas que consistan en la producción de un resultado solo se entenderán cometidos por omisión cuando la no evitación del mismo, al infringir un especial deber jurídico del autor, equivalga, según el sentido del texto de la ley, a su causación. A tal efecto, se equiparará la omisión a la acción: 

a) Cuando exista una especial obligación legal o contractual de actuar. 

b) Cuando el omitente haya creado una ocasión de riesgo para el bien jurídicamente protegido mediante una acción u omisión precedente" Puede apreciarse en su letra b) la consagración expresa de la injerencia. Como observa Carnevali estas legislaciones han adoptado un criterio formalista según el cual se otorgan directrices a nivel legal para la apreciación de la equivalencia entre los delitos de comisión y los de omisión impropia y se enumeran las situaciones que permiten considerar que se ha constituido una posición de garante. 
Este autor piensa que son más acertadas las soluciones de índole material-funcional en las que se supera la rigidez de los criterios formalistas. 


Habiendo llegado a este punto y a fin de hacer más claro el tema de mi tesis  podemos resumir lo hasta ahora expuesto con un sencillo ejemplo: La madre que deja de amamantar a su hijo hasta que este muere.


Conforme a lo tratado anteriormente, es posible, en principio, entender que ese acto puede subsumirse dentro del Articulo veintitrés del Código Penal vigente de Nicaragua que nos dice lo siguiente:


Art. 23 Omisión y comisión por omisión

Los delitos o faltas pueden ser realizados por acción u omisión. Aquellos que consistan en la producción de un resultado, podrán entenderse realizados por omisión sólo cuando el no evitarlo infrinja un especial deber jurídico del autor y equivalga, según el sentido estricto de la ley, a causar el resultado.
V. CAPITULO: 
MODALIDADES DE COMPORTAMENTOS OMISIVOS  Y LA      POSICIÒN DE GARANTE 
A.- Teoría del deber de garante en la Omisión
Todas las circunstancias antes mencionadas contribuyeron a favorecer el cambio teórico en torno a la fundamentación de la comisión por omisión. El nuevo punto de vista para la equiparación de la causación del resultado y la omisión de la acción que lo hubiera evitado, fue el principio de la "posición de garante" por la no producción del resultado, el cual se basaba en la estrecha relación del omitente con el bien jurídico. 

El deber de evitar el resultado solo correspondía a quien tuviera que "garantizar" su evitación (de esto se ha derivado su denominación). La posición de garante constituyó el fundamento del deber cuya infracción determina la equiparación entre el comportamiento típico activo y la no evitación del resultado. Con esto se daban acceso a la posición de garante, a los deberes éticos sociales y se perdía la seguridad jurídica que proporcionaban las iniciales fuentes formales.

La doctrina mayoritaria requiere la posición de garante como elemento fundamentador de la comisión por omisión. La posición de garante se define genéricamente por la relación existente entre un sujeto y un bien jurídico, determinante de que aquel se hace responsable de la indemnidad del bien jurídico. De aquella relación surge para el sujeto, un deber jurídico especifico de evitación del resultado, de tal modo que la no evitación del resultado por el garante sería equiparable a su realización mediante una conducta activa.
B.- La Fundamentación de la Posición de Garante en la Ley

Según Feuerbach la fuente más destacada  por antonomasia es la Ley. Ésta puede poner a personas determinadas en posiciones de protección o solo con el fin de vigilar determinadas fuentes de peligro o bien para ambas. 

a)- Cabe tener en cuenta que la mera titularidad de posiciones jurídicas protegidas, como por  ejemplo, la propiedad o el derecho a la intimidad del hogar, no son suficientes para fundar una obligación de vigilancia o de protección, ello solo sucede ante la concurrencia complementaria de circunstancias adicionales.

b) -Las disposiciones acerca de la comunidad conyugal de vida imponen sobre el cónyuge respectivo la protección de los bienes jurídicos del otro, así por ejemplo, en relación con la integridad corporal y la vida, pero también con valores materiales respecto a la obligación de cuidados de valores patrimoniales.

c) Ciertas disposiciones legales acerca de la obligación de seguridad en el tránsito obligan a la vigilancia de fuentes de peligro (parte de la doctrina ve aquí una causal autónoma de surgimiento, denominada de dominio material). Así por ejemplo, la persona o entidad obligada a la construcción de carreteras, es garante respecto a todos aquellos bienes jurídicos que puedan resultar dañados como consecuencia de insuficientes condiciones de seguridad en tales carreteras; del mismo modo quien circula en el tránsito público es garante de los bienes jurídicos de los demás transeúntes, al igual que el medico de su paciente de acuerdo con las disposiciones legales vigentes..
C.- Derecho Comparado en la posición de garante en el Derecho Penal alemán y español
El arto. 1º del Código Penal Alemán dice; "…
Comisión por Omisión… …1. Quien omite evitar un resultado correspondiente a un tipo de una ley penal, será castigado conforme a esta ley sólo cuando deba responder jurídicamente para que el resultado no aconteciera y cuando la omisión se corresponda con la realización del tipo penal mediante una acción….", también es importante señalar el  contenido del párrafo 13 de dicho Código Penal que dice "…la omisión debe corresponder a la realización del tipo penal mediante una acción. Si no fuera así, la condena violaría el principio de legalidad…". En el Sistema Alemán, la problemática que conlleva la comisión por omisión y la que se infiere de la misma por medio del concepto de "la posición de garante", dejó de existir, al tipificarse en el Código Penal. 

En el Sistema Legal Español tiene especialísima relevancia, junto con estructuras doctrinales, como las de Bacigalupo, Silva Sánchez o Mir Puig, la construcción que se hace de la "posición de garante" y de la "comisión por omisión" desde las Sentencias del Tribunal Supremo. 
D.- Conducta Omisiva y Posición de Garante en el Derecho Penal Español

 Magistrado Jubilado Ramón Maciá Gómez de México, encima, y diferenciadamente del resto de sus conciudadanos, el suceso dañino y resultará que, si no ejecuta la acción que evita el siniestro, incurrirá en responsabilidad legal. 
Es por esto por lo que la imputación que se hace al que ocupa la posición de garante lo es en base a una omisión o a la ausencia de una diligencia o cuidado debido y específico siempre en conexión con un determinado vínculo previo y, nunca, por una simple omisión. El vínculo del que nace esta posición bien puede ser de cualquier tipo; legal, contractual, familiar, laboral…, si bien resulta que, en general, la obligación es, casi siempre, idéntica en su esencia; la de evitar el acontecimiento del riesgo. Es por esto, por lo que no cabe duda, que la indefinición legal del mismo sea la forma adecuada de afrontar esta figura jurídica. Deberemos examinar con cierta atención, la muy prolífica y extensa jurisprudencia existente al respecto ya que resultará el mejor método para encuadrar la estructura española de la "posición de garante. Veamos algunas sentencias.

1- Un paso muy importante se advierte de la lectura de la Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de junio de 1990 en cuyo fundamento jurídico décimo se dice: "…tanto la doctrina como en la jurisprudencia consideran que para que pueda entenderse cometido un delito de comisión por omisión, es imprescindible que el sujeto inculpado tenga la cualidad de garante de la víctima, o lo que es lo mismo, esté obligado, por circunstancias concretas, a evitar la realización del hecho, circunstancias que pueden ser muy diferentes en cada supuesto, pero hay dos -en el caso- de evidente carácter definitorio: haber creado el peligro que desencadena la acción: y haberse desarrollado ésta en su propio domicilio, a su presencia y con proporción de medios a los otros coautores…". 

Estos ejemplos jurisprudenciales bastan para entender y afianzar las características y la estructura sobre la comisión por omisión y la posición de garante que, esquemáticamente, para el Derecho Español, se resumirían en los siguientes parámetros;

1. La posición de garante es un determinado deber de actuación frente a determinados riesgos o siniestros,

2. La posición de garante viene atribuida a un concreto ciudadano por diferentes vínculos, obligaciones o mandatos legales, indiferentemente.

3. La posición de garante se traduce y se deduce en la omisión de una determinada conducta que, si se hubiera efectuado, hubiera eliminado el daño, el perjuicio o el siniestro, cuando dicha omisión genera responsabilidad legal.

4. La omisión de la conducta debida, por el que ocupa la posición de garante, sólo implica responsabilidad legal en el caso de que su actuación hubiera sido eficaz para evitar el siniestro o el evento dañino.

5. A la posición de garante se le exigen todos los requisitos necesarios que se exigen para determinar la culpabilidad en la comisión por omisión.

6. El Tribunal Supremo Español ha evolucionado hasta entender, de forma genérica, la exigencia de responsabilidades por cualquier tipo de omisión, sea culposa o sea dolosa. No quedando limitada a tipos penales concretos.

 1.-
Deberes de Garante: 

Entre estos deberes encontramos  aquellos deducidos de una estrecha relación vital, se trata de aquellos compromisos deducidos de la convivencia familiar o simplemente de la convivencia de hecho. Los padres son garantes de la vida, de la salud, de la libertad de sus hijos; los cónyuges o los miembros de la pareja de facto son asimismo y en los mismos términos garantes uno del otro, etc.

Sin embargo, es oportuno señalar que no toda la comunidad de vida genera automáticamente posición de garante. El juez, para decidir sobre la posición de garante del omitente, debe comprobar dos extremos: la relación de dependencia y el contenido real de esa comunidad de vida existentes entre el comitente y el allegado en el momento de la omisión. 
2.- El actuar en el cumplimiento de un deber en el ejercicio oficio o cargo 

Existen ciertas conductas ordenadas o permitidas por la ley las cuales se consideran unánimemente como causas justificante, por lo que el que actúa en el cumplimiento de un deber o en el ejercicio de un derecho, autoridad, oficio o cargo, queda justificado siempre y cuando su actuar sea conforme a los límites legales y conforme a derecho. Es decir, el que realiza lo que la ley ordena o permite, no realiza ningún acto antijurídico, su conducta es completamente lícita y no puede serle imputado delito alguno ya que el agente actuó conforme a derecho. 

El requisito de actuar “conforme a derecho, para poder amparar la conducta conforme a este tipo de eximente, se tiene que remitir a otras ramas del ordenamiento jurídico, es decir cuando un médico, un funcionario, un policía, etc. Actúan conforme a derecho o conforme a sus respectivas competencias o atribuciones jurídicas (administrativas, laboral etc.) que rigen su actuación, habrá que valorar los presupuestos objetivos o los limites jurídicos de su actuación, ya que por encima de cualquier valoración concreta están los principios generales de la causa de justificación.


En este tipo de justificación, la legislación nicaragüense, contiene tres tipos de referencia o casos concretos que examinaré a continuación:
1.-
Cumplimiento de un deber, No actúa antijurídicamente el que actúa en el cumplimiento de un deber jurídico, o sea derivado de un ordenamiento jurídico, estableciéndose una relación directa entre el sujeto y loa norma que viene obligado a cumplir, la cual puede pertenecer tanto al ámbito del Derecho Público como el Privado.


El cumplimiento de un deber debe de ajustarse a la norma jurídica que le sirve de base, sus límites se hallan al respecto que el propio ordenamiento jurídico impone a otros bienes jurídicos, que pueden entrar en colisión en algunas ocasiones con las exigencias profesionales, por lo cual han de ponderarse en cada caso concreto las circunstancias que concurren, de las que pudieran deducirse exceso que no quedaría amparado por la eximente. El fundamento de esta eximente se encuentra en el principio del interés preponderante, lo cual se explica porque el ordenamiento jurídico impone a determinadas personas, en ciertos casos, el deber de realizar conductas tipificadas en la ley que menoscaban los bienes jurídicamente tutelados, pero al mismo tiempo esa normativa manda a tales destinatarios el respeto a los intereses protegidos.   

F. Velásquez V; ha advertido con razón que este principio es suficiente, púes no prevé el conflicto de deberes jurídicos iguales y olvida hipótesis en las cuales, a pese a cumplirse todas las exigencias  legales, la justificante no puede admitirse por suponer la utilización de seres humanos como meros instrumentos o atentar gravemente contra su dignidad, de donde se infiere que es preciso llevar a cabo una interpretación restrictiva de esta causa de justificación, con base al respeto de la dignidad humana.


En relación con la colisión de deberes de iguales jerarquías, basta con que el agente de cumplimiento a uno cualquiera de ellos para que su conducta sea licita. Ejemplo. El médico, que solo salva a uno de los tres heridos graves  por no disponer de instrumental ni dotación suficiente, pues de lo contrario nunca podría alegar la justa causa. También tenemos que saber que suelen presentarse casos como el de necesidad, como el de atender a pacientes que profesan determinadas creencias religiosas, impugnadoras de la técnica médica, en los cuales la realización de la conducta típica es también antijurídica, sino se respetan también los derechos fundamentales. Así el médico no puede forzar al Testigo de Jehová a realizarse una transfusión de sangre contra su creencia. En estos casos se han realizado acciones en cumplimiento de deberes jurídicos de rango superior o igual al de omitir la acción prohibida.  


Para que se de la justificante del cumplimiento de un deber no basta que se de cualquier conducta, sino que es necesario mencionar las exigencias que si bien no están expresamente consagradas en el texto de ley se infiere en ella:


Primero, se requiere de la existencia de un deber jurídico impuesto por la ley, obligando al sujeto a realizar un comportamiento tipificado en la ley,  infiere en ella.

Segundo, el deber tiene que ser estricto, el agente no debe rebasar los límites o las medidas  en el cumplimiento.


Tercero, Debe mediar la necesidad de ejecutar la conducta típica.


Cuarto, aparece la exigencia subjetiva, en que el autor debe actuar con la finalidad de cumplir el deber. 

VI. CAPITULO: 
 EVOLUCIÓN HISTORICA DE LA RESPONSABILIDAD PENAL

A.- Sistemas Históricos de Enjuiciamiento Criminal

A.1 Sistema acusatorio
A.2 sistema inquisitivo,
A.3  Sistema Mixto
A.4 Concepto y  tipos de responsabilidad jurídica

Como ha dicho con acierto FAIRÉN, para conocer con exactitud cualquier proceso penal actual, es indispensable el conocimiento y buena interpretación de sus propios antecedentes, siquiera sea a nivel elemental , esto se reduce a los tres sistemas de enjuiciamiento criminal que ha conocido nuestra civilización; siendo estos el Sistema acusatorio, el sistema inquisitivo, y el mixto
A.1-  Acusatorio: 
El Proceso Penal Acusatorio, fue el primero que conoció la Historia, pués ya se dio en Grecia y en Roma en su último siglo. Su esencia radicaba en la necesidad de una acusación  propuesta y sostenida por persona diferente del Juez. Este sistema nace en un momento en que la persecución de los delitos era una cuestión exclusivamente privada , no existía sensibilidad social frente a él  aunque conociera el juez de los delitos.

Este proceso penal no se adaptaba bien a la naturaleza de los delitos, ni a la debida tutela de los intereses colectivos. Ante esta situación, el Estado se atribuye  el derecho de penar, pasando de un proceso privado a un proceso público.

En un principio del Derecho Romano (Monarquía y Mayor parte de la República), el Magistrado tenia plenos poderes para investigar los hechos, en la forma que mejor le pareciera. El procedimiento era llamado de la “cognitio”  (cognición). En el último siglo de la República, con el fin de de intentar frenar el poder de los magistrados, la acusación de forma tal que  adquirió mediante el procedimiento anterior  introducir la acusación de forma tal que el ejercicio de la acción penal, ya no correspondía al Juez, sino a un representante de la colectividad, el “accusator ”   o el acusador.

En esta época el proceso comenzaba con la acusación escrita. A continuación se citaba al acusado y, si comparecía, se le obligaba a responder de la acusación. Se practicaba la prueba, comprendida en el interrogatorio del acusado, testigos y peritos; a la que seguían las conclusiones finales y la sentencia de absolución o condena. Es importante destacar los principios básicos de este sistema  de enjuiciamiento, porque muchos de ellos se han trasladado hasta nuestros días. 
Los principios que prevalecían eran: el acusatorio, publicidad de todo procedimiento, oralidad del proceso,  de importancia paralela al principio anterior ya que el proceso penal nicaragüense es, ante todo, un juicio penal oral y público, paridad absoluta de los derechos y poderes entre acusador y acusado, principio llamado de “igualdad de armas”, pruebas de cargo como de descargo, alegación de las pruebas de parte del acusador y el acusado, libertad personal del acusado hasta que se dicte sentencia, en el sentido de prohibirse el adelantamiento de la pena antes de la sentencia de la condena.     

 A.2-  Inquisitivo:


Por influencia del Derecho Canónico, que crea un proceso penal propio para no tener que confrontarse con los gentiles del que conocían los tribunales del obispado, y que tiene su máximo auge, mezclado con elementos de Derecho Romano a partir del siglo VIII al VII ( Alta Edad Media) época en que nace un proceso penal distinto, llamado inquisitivo. Este toma elementos del proceso acusatorio ya en declive frente al auge del proceso canónico.


El procedimiento se dividía en dos partes, la inquisición general y la inquisición especial. El procedimiento se abría con una denuncia, que no obligaba al denunciante a probar ni a justificar los hechos denunciados, practicándose a continuación los actos de investigación, que permitían el encarcelamiento del inculpado, todo ello ejecutado en secreto mediante actuaciones escritas, y con autorización general para practicar la tortura a fin de obtener su confesión, la prueba reina de este proceso.


Para casos de culpabilidad evidente se introdujo la modalidad de proceso inquisitivo sumario, al cual se añadía un juicio sumarísimo, sobre todo para el enjuiciamiento de bandoleros, sin ninguna garantía para el imputado.  

Son principios básicos del proceso penal inquisitivo penal inquisitivo los siguientes:

1- La intervención de oficio, del Juez, sin necesidad de acusación, sino por propia iniciativa.

2- El secreto del procedimiento, al público en general y con respecto al imputado 

3- Procedimiento totalmente escrito

4- Unicidad de posición entre el Juez y acusador, siendo la misma persona y el mismo órgano. (Desterrado de nuestra legislación)

5- Plena libertad del Juez en la búsqueda de las pruebas

6- El imputado no tenia ningún derecho para promover pruebas

7- Prisión provisional del imputado

A.3-  Mixto:


Muchos países europeos, entre ellos España, adoptaron siguiendo a Francia un Modelo de enjuiciamiento criminal mixto, basado en una mezcla de caracteres inquisitivos y acusatorios en funciones de las diferentes fases del proceso penal. El siglo XIX fue testigo de esta evolución legislativa; se transformo el proceso penal inquisitivo del antiguo Regimen en el proceso penal acusatorio formal o mixto basado en una mezcla de caracteres inquisitivos y acusatorios; siendo sus características principales:
1- Las funciones de acusar y de juzgar estan separadas. En esta etapa juzgaba el órgano jurisdiccional y acusa un órgano público, conocido como el Ministerio fiscal y al Ministerio Público la acción penal. En esta modalidad se pretendía corregir el principio del sistema acusatorio puro con base en el cual solamente los particulares tenían derecho de acción.

2- Principio acusatorio: Rige en toda su extensión el principio clave, “no podían existir juicio sin acusación” ya que no podía existir juicio oral al menos que lo pidiera uno de los acusadores, siendo la alternativa necesaria el sobreseimiento.  

3- División del proceso en dos fases: La primera es la de investigación del delito, sus circunstancias y quien lo ha podido cometer. La primera fase de la investigación quedaba sometida a las características más importantes del principio inquisitivo y la de juicio o vista al a del acusatorio.

4- La vista o acto del juicio oral se rige por los principios de oralidad, publicidad y contradicción:  En esta fase la idea fundamental era que el tribunal dictará la sentencia en base a las aportaciones que en este acto se realizaban y no en la fase de la investigación.
5- Connatural al sistema acusatorio formal es el juicio con jurado: Así se entendió históricamente en la Europa continental, aunque en unos países se evolucionó pronto hacia el modelo de escabinato (Francia, Alemania o Italia), y en otros como en España sencillamente se suspendió.   Hoy se puede afirmar que el jurado es esencial al sistema  acusatorio formal.


Es importante  señalar que esta institución refuerza notablemente al sistema de enjuiciamiento criminal, pues significa la participación del pueblo en el único Poder en que hasta ahora le era negado, el judicial, que por tanto  en el ejercicio de la función jurisdiccional de juzgar y ejecutar lo juzgado, deriva de la potestad jurisdiccional, pero ciertamente su inexistencia no viola los principios esenciales de ese sistema. La opción nicaragüense por el jurado cierra esta polémica favorablemente.

l 
A.4 Concepto y  tipos de responsabilidad jurídica

La responsabilidad  en términos generales, la podemos entender como la capacidad que existe en toda persona para conocer el deber u obligación  que asume como consecuencia de una  acción u omisión   realizada  libremente, y de la cual debe  responder  y  aceptar  las consecuencias.

En el ámbito jurídico, la responsabilidad puede ser entendida como la transgresión, por acción u omisión,  de un deber de conducta señalado en una norma jurídica, que importa una consecuencia de relevancia jurídica.


La responsabilidad jurídica puede ser  administrativa, civil y  penal.  Tanto la responsabilidad civil, cuanto penal y administrativa, pueden concurrir copulativamente, al ser todas compatibles.


La responsabilidad administrativa, es el deber u obligación que tiene todo funcionario público de observar fielmente el cumplimiento de los deberes emanados de la función pública que ejerce, y por lo mismo,  propios del cargo que desempeña, y cuyo incumplimiento lleva aparejada  una sanción  administrativa o disciplinaria.


Generalmente dichos deberes u obligaciones están estipulados en los reglamentos de responsabilidad administrativa de cada organismo, como así mismo en la ley que establece el Estatuto Administrativo.


En cambio la responsabilidad penal,  es  la que proviene de la comisión de un delito o cuasidelito - modernamente llamado delito culposo - y que busca imponer un castigo de índole punitivo o sanción penal, al sujeto culpable del  ilícito, ya sea en su calidad de autor, cómplice o encubridor.


La responsabilidad penal no es otra cosa que el estado de sometimiento en que se encuentra el individuo que ha tomado parte en la ejecución de un delito frente a la potestad punitiva estatal, y que se traduce en tener que soportar la aplicación de la pena prevista en la ley por la ejecución de ese hecho delictivo.


La responsabilidad penal tiene un carácter estrictamente individual; sólo debe hacerse efectiva en quien comete el delito.  Las personas jurídicas no son penalmente responsables, sino que por ellas responden las personas naturales que intervienen en ellas.


Únicamente puede establecerse responsabilidad penal frente a conductas externamente apreciables, y no por actitudes internas o por convicciones. Mientras las convicciones internas no se traduzcan en un comportamiento externo, no puede surgir responsabilidad penal. Sólo pueden castigarse comportamientos humanos concretos.


El  ilícito penal o hecho punible, reviste los caracteres de delito o delito culposo, según el actuar del hechor se base en el dolo o en la culpa, por consiguiente, para  que exista  responsabilidad penal, el sujeto que participó en el hecho, eventualmente ilícito, debe haber incurrido en dolo o en culpa, condiciones sine qua non para que exista responsabilidad penal, es decir, si no hay dolo o culpa, no hay responsabilidad penal.

El dolo,  lo podemos entender, en términos generales, como la voluntad de ejecutar un comportamiento delictivo, de acción u omisión,  de manera libre y con pleno conocimiento y conciencia de que ese proceder  obedece a un hecho ilícito  que es contrario a derecho.

VII. CAPITULO: RESPONSABILIDAD PENAL 

El presente capitulo tiene por finalidad dar a conocer la responsabilidad penal del médico; generalmente se mueve en el ámbito penal dentro del marco de la responsabilidad, sea esta por imprudencia, negligencia u omisión , dentro de la cual se debe tomar en cuenta las características que presenta cada uno de los elementos del delito, los reajustes que se plantean dentro de la naturaleza jurídica de cada causal justificante o exculpante de responsabilidad, sin obviar la propia capacidad del médico, las circunstancia del lugar y tiempo, y principalmente la valoración de la lex artis, el tratamiento adecuado medico y el tratamiento jurídico-penal que se le da tanto en otros países como en Nicaragua .

La  responsabilidad penal se concreta en la aplicación de una pena, por acción u omisión ya sea dolosa  o culposa del autor.


De acuerdo al Derecho Comparado, el Código Penal peruano parte especial, en relación a   delitos contra la vida, el cuerpo y la salud, el homicidio culposo de acuerdo a los antecedentes históricos, se puede observar que uno de los problemas que se presentan es como precisar y saber en qué momento se está hablando de un homicidio culposo y cuáles son los motivos para que el delito se califique como tal. 

Históricamente esta clase de homicidio, se consideraba como un homicidio Internacional por traer consigo la muerte de una persona que supuestamente no se sabía si era por culpa del o por culpa del homicida, llegando a entender y determinar a través del desarrollo de las legislaciones extranjeras y nacionales que dicho delito es tanto producido por el sujeto positivo como el activo. Este delito, para que se considere como homicidio culposo debe ser consumado en su totalidad; tipificado en el Art. 111 del código penal en las cuales esta cometido por negligencia e imprudencia e impericia de  personas que pudieron preverlo no lo pudieron hacer. 


Por ser una materia de estudio de nuestra investigación ante la importancia y trascendencia que últimamente ha adquirido este delito ya sea como por ejemplo caso utopía, o los sin números accidentes de tránsito sobrevivientes del consumo de alcohol y a los que sumamos a ello los comportamientos negligentes de otros profesionales como médicos, enfermeras, anestesiólogas, etc.

A- El Ejercicio de la Acción Penal
La  acción penal como ya  de antemano lo sabemos es el acto en abstracto mediante el cual  comienza  el proceso penal, pero en realidad,  que tanto sabemos de la acción  penal, que es, de donde nace, cual es  su fin,  en este capítulo trataremos de  darle respuestas.

Los estudiosos del tema han coincidido en que el Ministerio Público tuvo sus orígenes en la organización jurídica de Grecia y Roma; pero otros le otorgan al derecho francés la paternidad de la institución. El antecedente más remoto del Ministerio Público quizá lo encontremos en Grecia en la figura del arconte, magistrado que intervenía en los juicios en representación del ofendido y sus familiares por la incapacidad o la negligencia de éstos. Se ha insistido, sin embargo, que entre los atenienses la persecución de los delitos era una facultad otorgada a la víctima y a sus familiares. 
En Roma los funcionarios denominados “judices questiones” tenían una actividad semejante a la del Ministerio Público por cuanto estaban facultados para comprobar los hechos delictivos, pero sus atribuciones características eran puramente jurisdiccionales. 
El Procurador del César, del que habla el Digesto en el libro primero, título diecinueve, ha sido considerado también como un antecedente de la institución debido a que, en representación del César, tenía facultades para intervenir en las causas fiscales y cuidar el orden en las provincias del Imperio. En razón de que en la Baja Edad Media la acusación por parte del ofendido o por sus familiares decayó en forma notable, surgió un procedimiento de oficio o por pesquisa que dio origen a lo que podríamos llamar Ministerio Público, aunque con funciones limitadas, siendo la principal de ellas perseguir los delitos y hacer efectivas las multas y las confiscaciones decretadas como consecuencia de una pena. Más tarde, a mediados del siglo XIV el Ministerio Público interviene en forma abierta en los juicios del orden penal. Pero sus funciones se precisan de modo más claro durante la época napoleónica en la que, inclusive, se estableció su dependencia del poder ejecutivo por considerársele como representante del interés social en la persecución de los delitos. 

Ya de Francia se extendió a Alemania y pasó sucesivamente a casi todos los países del mundo como representante de los grandes valores morales, sociales y materiales del estado.

Se habla de que en el Derecho Ático, un ciudadano sostenía la acusación cuya inquisición era llevada ante los Eliastas.

El origen del Ministerio Público para algunos es romano, para otros lo es en la legislación canónica del medioevo, por la eficacia del proceso inquisitorio en los tribunales eclesiásticos de los siglos XIII y XIV.

Para el autor Juventino V. Castro la institución nació en Francia, con “Los Procureurs du rui” de la monarquía francesa del siglo XIV. 

Por lo que a la institución en España, las leyes de recopilación expedidas por Felipe II en 1576, reglamenten las funciones de los procuradores fiscales que acusaban cuando no lo hacía un acusador privado.

El Ministerio Público desde la independencia hasta la fecha es el que se encarga de averiguar los delitos mediante las pruebas, razón por la que se considera con derecho para acusar al detenido. El Ministerio Público, cuya actuación había sido indefinida y débil, adquiere importancia mayúscula, pasa a ser elemento básico en la administración de justicia penal y de los demás intereses que le encomiendan las leyes.

B.- Ejercicio de la Acción Penal en las Etapas del Proceso

Según el Manual de Derecho Procesal Penal Nicaragüense y expuestos por sus autores; Cesar R. Crisóstomo Barrientos  Pellecer, Gustavo Adolfo Vega Vargas, Alfredo Chirino Sánchez, Mario Alberto Houed Vega, María Asunción Moreno Castillo Y Manuel Araúz Ulloa;  la titularidad de la acción procesal depende de la naturaleza de esta: Si es pública o es privada, debido a que la generalidad de los delitos da lugar una acción pública.


Por instancia particular o privada, debemos entender la condición de procedibilidad, de la manifestación de la voluntad de la victima de que el delito sea perseguido. Condiciones de procedibilidad son “todas aquellas causas que condicionan el ejercicio de la acción penal y sin cuya presencia no es posible promover o proseguir la acción penal” (LEONE)
Aunque el medio usual de expresar la voluntad de la victima de que el hecho sea perseguido, es a través de la denuncia, no debemos identificar el medio con el fin que es la expresión de la voluntad indicada. de manera que hay que entender más a la voluntad que al medio utilizado para expresarla.

 

El ejercicio de la acción penal se realiza cuando el Ministerio Público ocurre ante el juez y le solicita que se avoque el conocimiento de un asunto en particular; la acción penal pasa durante el proceso, por las etapas de la Teoría del Caso, que engloba, la denuncia, investigación, persecución y acusación.  
Ante esto debemos ser enfáticos  en que esta condición de procedibilidad, sometimiento del caso al conocimiento del Ministerio Público, no consiste ni puede ser aplicada, como si consistiere en el Monopolio de  la acción penal por el Ministerio Público. según el artículo 51  en sus incisos 3 y 4 del CPP,  donde se le otorga en el primer inciso la acción a la víctima y en el segundo se consagra la acción popular.

Por otro lado también vemos, que la condición de procedibilidad, en análisis no puede tener mayores efectos, sino más bien que sirve para el cumplimiento de tres fines: 
1- Impedir la marginación del Ministerio Público.

2- Evitar el fraude procesal para luego desistir de ella.

3- Posibilitar la aplicación del principio de oportunidad

Por lo que a la denuncia, no hay que atribuirles, más función de la que tiene, que es la de ser el medio ordinario de cumplir la condición, pero no es la condición misma.  La condición en estudio se cumple si, antes de dar curso a la acción ejercida por un sujeto distinto del Ministerio Público, se brinda a este la  oportunidad de conocer los hechos y decidir sobre el ejercicio de la acción por el mismo;  donde la investigación, tiene por objeto preparar el ejercicio de la acción que se fundará en las pruebas obtenidas a través de la Policía Nacional y de esta manera, poner en movimiento al Sistema Judicial a través del Ministerio Público en dos audiencias;  La audiencia Preliminar y la Inicial.

De esta manera cumple con la condición de procedibilidad; dando inicio al proceso, según el Arto. 254 del CPP, con la audiencia preliminar cuando hay reo detenido, y cuando no lo hay, con la Audiencia Inicial. 


Siendo según el Arto. 255 del CPP, la Audiencia Preliminar. Esta es la etapa en que se da a conocer al detenido la acusación y resolver sobre las medidas cautelares y garantizar su derecho a la defensa; pasando luego a la comparecencia, según el Arto, 256 el que nos dice; que dentro de las cuarenta y ocho horas las autoridades correspondientes, presentaran a la persona detenida ante el juez, para realizar de forma inmediata la Audiencia  Preliminar, provocando con ello la actividad jurisdiccional, en esta etapa basta con la consignación que del reo haga el Ministerio Público, para que se entienda que este funcionario ha ejercido la acción penal, pues justamente es la consignación lo que caracteriza el ejercicio de dicha acción, a reserva de que, después y ya como parte dentro de la controversia penal, el Ministerio Público, promueva y pida todo lo que a su representación corresponda.

En la acusación, la exigencia punitiva se concreta y el Ministerio Público puede ya establecer con precisión las penas que serán objeto de análisis judicial o desestimación, siendo esta la etapa que constituye la esencia del juicio, ya que en ella pedirá el representante del Ministerio Público, en este caso el Fiscal, la aplicación de las sanciones privativa de libertad y pecuniarias, incluyendo en ésta la reparación del daño sea por concepto de indemnización o restitución de la cosa obtenida por el delito. 
Por tanto, es durante el juicio, en que la acción penal obliga a que se concreten en definitiva los actos de acusación, al igual que los de defensa; de esa manera, con base en ellos, el juez dictará la resolución procedente. Dicho de otra forma, el ejercicio de la acción penal se puntualiza en las conclusiones acusatorias.


La acción  penal por mandato constitucional, le  incumbe al Ministerio Público, solo que en ese monopolio de la acción penal,  habrá ocasiones en las que él deberá de recabar  una opinión técnica dependiendo de qué institución versa  el ejercicio de la acción penal, como en el caso de los Delitos Omisivos cometidos por un profesional de la medicina.

Compete a la autoridad jurisdiccional la aplicación de sanciones por las omisiones cometidas en el ejercicio de su profesión sea este (médico, Abogado o Juez,). Las que consistirán en una pena que, pese a infringir su autor un deber jurídico especial, no lleguen a equivaler a la causación activa del resultado, se impondrá la pena agravada hasta el doble del límite máximo de la del delito omisivo. No obstante, dicha pena no podrá superar en ningún caso el límite mínimo de la pena asignada al delito de resultado que correspondería aplicar si hubiera comisión por omisión.

VIII. CAPITULO: ESTADISTICAS EN EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENALPOR EL DELITO DE OMISIÓN 2006-2007
De acuerdo a las estadísticas del Ministerio Público y la Corte Suprema de Justicia, los delitos Omisivos, no son tan comunes.

 De acuerdo a los Registros de 286 Sentencias Casadas en Boletines Judiciales de los  años 2005, 2006 y 2007; no aparece  registrada ninguna sentencia por Homicidio culposo (Delitos Omisivos).

A diferencia del Ministerio Público, que en el año  2006 y 2007, ingresaron 380 Homicidios culposos, de los cuales 6 fueron denuncias, 374 a través de informes, 52, investigativo o se les mando a ampliar la demanda, 17 fueron reenviados de la Policía al Ministerio Público, 43 desestimados por falta de merito, 129 acusaciones, 84 mediaciones, 2 de prescindencia de la acción penal, 36 causas pendientes. 

Así mismo 1372 causas de Omisión Deliberada de Prestar Alimento, 844 denuncias,528 recepción de informe, 188 remitido a investigación o a ampliar la investigación, 65 reenvió de la Policía al Ministerio Público, 28 desestimación, 52 falta de merito, 622 cantidad de acusación, 2 pasaron al juzgado de Distrito, 169 mediación previa, y 375 causas pendientes del MP.    
IX CAPITULO: 

EL EJERCICIO DELA ACCIÓN PENAL EN DELITOS DE OMISIÓN CAUSADO POR MÉDICOS

El homicidio culposo consiste en la involuntaria muerte de un hombre, causada por un acto voluntario, licito en su origen, cuyas consecuencias, no fueron - aunque debieron ser - previstas por el agente, la acción se consuma en el instante de la muerte. La conducta culposa es incompatible con la comisión de los homicidios agravados. No existe tentativa en esta clase de delitos, no hay pues un "iter criminis" que es cortado en un momento dado. 

Carrara, define el homicidio culposo diciendo que se da cuando se ha ocasionado la muerte de un hombre por medio de un acto que no está dirigido a lesionar su persona y del cual podrá preverse, sin que se hubiera previsto, que fuera capaz de producir ese deplorable efecto.

Para Silvio Ranieri nos dice que el homicidio culposo, es la muerte no querida de un hombre que se verifica como consecuencia de una conducta negligente, imprudente, o inexperta o también por inobservancia de leyes, reglamentos, ordenes o disposiciones. 

El homicidio culposo es cuando se priva de la vida sin que el sujeto activo hubiera tenido la intención de matar, siempre y cuando este daño haya resultado como consecuencia de alguna imprevisión y negligencia 

A.- MARCO LEGAL

Según el Artículo 23.-de Código Penal de Nicaragua, la Omisión y comisión por omisión. Los delitos o faltas pueden ser realizados por acción u omisión. Aquellos que consistan en la producción de un resultado, podrán entenderse realizados por omisión sólo cuando el no evitarlo infrinja un especial deber jurídico del autor y equivalga, según el sentido estricto de la ley, a causar el resultado.

La pena privativa de libertad se impondrá agravada hasta el doble del límite máximo de la del delito omisivo. No obstante, dicha pena no podrá superar en ningún caso el límite mínimo de la pena asignada al delito de resultado que correspondería aplicar si hubiera comisión por omisión; tipificado en el proceso penal como Homicidio Culposo

B.- BIEN JURÍDICO TUTELADO

Es evidente que la vida humana como valor supremo dentro de la escala relativa d bienes jurídicos, deba de ser objeto de protección de ese tipo de comportamientos, en tanto signifiquen su vulneración efectiva.

La norma penal mediante su función motivadora, debe procurar que los individuos conduzcan su obrar o seleccionen los medios apropiados para el cumplimiento de sus fines, dentro del marco de lo prudente a fin de evitar la destrucción de vidas humanas. En consecuencia el bien jurídico que protege la ley con este tipo penal es la vida humana independiente.

C.- ELEMENTOS TÍPICOS: OBJETIVO Y SUBJETIVO
1.- Elemento Objetivo: 
El elemento fundamental del tipo culposo del homicidio es la falta de cuidado requerido en el ámbito de relación, la culpa surge de un sistema de relaciones sociales, que implica necesariamente la existencia de otro.


Cuando la ley menciona la imprudencia, simple o temeraria o alude a la negligencia, es menester que el juez o la doctrina determine con precisión, y para el caso concreto, que se entiende por estas significantes y cual su significación en el caso concreto, diagnostico o juicio de subsucion el que solo se puede llegar con el auxilio de una referencia externa o los acontecimientos y al protagonista mismo. 


Por lo tanto el cuidado objetivo que arroje el autor, la acción se reputara de típica y por tanto imprudente, ya que el juicio normativo se desprenderá de la constractacion entre la conducta propia de un hombre medio, común razonable y prudente en la circunstancia del protagonista y la observada por el agente en el caso concreto.

D.- SUJETOS DEL DELITO
1) Sujeto Activo: Puede ser cualquier persona, al carecer el tipo penal de una exigencia adicional respecto a la calidad o características personales del autor. La referencial a "El que ............" hace que el Art. 23 sea considerado como un delito común que pueda ser cometido por cualquier ciudadano, siempre que infrinja un especial jurídico del autor y equivalga, según el sentido estricto de la ley a causar un resultado.

2)       Sujeto Pasivo:  Puede ser cualquier ser humano, que haya nacido y que se encuentre vivo, independientemente de las condiciones de viabilidad y de su pertenencia a una clase social y económica.

3) Comportamiento Típico:
De manera unánime la doctrina acepta la posibilidad que el homicidio imprudente pueda cometerse tanto por una acción, entendida como un despliegue de energía física, como por una omisión, siempre que concurran una posición de garantía previa que imponga la obligación de proteger bienes jurídicos o controlar determinadas fuentes de peligro.

Todo delito culposo, y más aun el homicidio imprudente, requiere que el autor, haya infringido un deber objetivo de cuidado, sin el cual sería inútil preguntarse por la responsabilidad penal. De faltar este elemento queda excluida la tipicidad de la conducta.


Sin su infracción no puede fundarse responsabilidad penal alguna, pues no se puede gravar con una carga coactiva (pena) o una persona, sin caer en la más grave injusticia si esta se ha comportado, en todo momento, respetando el deber objetivo de cuidado, y además ha sido sumamente cauteloso y prudente en la ejecución de su conducta.


El legislador ha considerado necesario realizar una formulación suficientemente amplia para que cualquier comportamiento que cumpla con las características esenciales de la imprudencia, al generar un determinado resultado, pueda dar lugar a un delito, independiente de la forma de ejecución, para ello se confía en una correcta valoración del juez y en la apelación a criterios jurídicos que tiene su origen, en la mayoría de supuestos, en ramas distintas al derecho penal y que obedecen, en algunos casos, a reglas de experiencia.

El deber de cuidado exige al autor advertir, reconocer y valorar las circunstancias en las que desarrolla su actuación como los posibles factores, reconocibles y determinantes, que puedan contribuir a la lesión de un bien jurídico. 


Asimismo, debe de existir una ponderación de las consecuencias de la conducta, respecto al grado de probabilidad que se tiene para poner en peligro o lesionar un interés jurídicamente tutelado. El autor no está obligado, sin embargo a prever circunstancias o factores extraordinarios, ya sea de la naturaleza o de terceros, que puedan alterar, un curso causal regular o el desarrollo de un comportamiento. 


El deber objetivo de cuidado se cumple, y por consiguiente queda excluido el desvalor de la acción, cuando el autor, se mantiene dentro del riesgo permitido. No es necesario que el autor haya creado algún peligro sobre el bien jurídico (vida) para que se entienda que no hay responsabilidad penal alguna, sino basta que habiendo riesgo este se mantenga dentro de los parámetros establecidos como licito en la actividad respectiva; dado que bajo las condiciones de la era tecnológica una cierta dosis de peligro pertenece a la circunstancias normales de la vida diaria "más aun" sin la intervención en la vida social es imposible sin asumir cierto riesgo ya sea para terceros o nosotros mismos. 


Recién cuando se excede o supera el riesgo permitido puede configurar alguna responsabilidad penal, antes no, porque nos encontramos ante una conducta socialmente adecuada. En consecuencia el comportamiento consiste en matar a otro, se requiere un nexo de causalidad entre el comportamiento culposo y el resultado muerte. 


En la práctica los delitos culposos están muy relacionados con los accidentes de tránsito, siendo en este ámbito donde se ponen realmente en juego los criterios que determinan la posibilidad de imputar objetivamente el resultado al comportamiento del sujeto.


Además en el tipo penal del homicidio culposo la conducta consiste en el comportamiento con el cual el sujeto contraviene precauciones debidas y posibles, sea obrando con imprudencia, negligencia o impericia, o violando leyes, reglamentos, ordenes o normas disciplinarias.


Un ejemplo de ello está dado por el reglamento de tránsito o de circulación vehicular, que ofrece una serie de normas o cumplir tanto para una mayor fluidez y seguridad del mismo, como para evitar la lesión de bienes jurídicos de terceros.

 E.- Elemento Subjetivo:
1.- Dolo En este delito que regula la ley penal no existe dolo, ya que, esta es la intención o voluntad de lesionar el bien jurídico, por lo tanto en homicidio culposo se requiere la negligencia, la imprudencia o impericia a la hora de lesionar el bien jurídico.

2.- Culpa.: En el homicidio culposo es necesario que el autor obre con conocimiento hipotético o concreto de la posibilidad de producir la muerte de terceros, de donde surge que el agente, al actuar, debió prever (culpa inconsciente) pues era previsible, o previo (culpa conciente) el resultado pero subestimo la virtualidad de su ocurrencia. La tipicidad subjetiva se da entonces por la previsibilidad no prevista sin que ello se tome en cuenta. En consecuencia se requiere culpa corriente o inconsciente. 
Cuando se habla de culpa hay que partir de la idea de que el sujeto no quiso producir ese resultado. Por eso la doctrina exige la realización de una acción sin la diligencia debida lesionado con ello el deber de cuidado que era necesario tener al ejecutar acciones que previsiblemente podían causar la muerte de una persona.


En este sentido la legislación nicaragüense cree necesario justificar estos tipos, acudiendo a la eximente del arto. 34 inc.10 Pn que nos dice: Está exento de responsabilidad penal quien: Realice una acción u omisión en circunstancias en las cuales no sea racionalmente posible exigirle una conducta diversa a la que realizó; seguido del Artículo 1.- Pn, referido al Principio de legalidad, nos dice que  Nadie podrá ser condenado a una pena o sometido a una medida de seguridad, sino mediante una sentencia firme, dictada por un tribunal competente en un proceso conforme a los derechos y garantías consagrados en la Constitución Política, a las disposiciones de este Código y a los tratados, convenios y acuerdos internacionales suscritos y ratificados por la República; 
según los Arto. 51 CPP. Arto. 33 Inco. 1; 34 num. 11; 130 Inco. 1; y 
183 Cn. 
Hacen referencia las siguientes Notas: Reserva de ley (lex scripta; Prohibición de analogía (lex stricta); Irretroactividtid (lex praevia);Nullum crirne, Nulla poena sine previa lege (principio de tipicidad; Nulla poena sine iudicio (derecho al proceso; Nulla poena sine actione (principio de actuación); Nulla poena sine culpa (principio de culpabilidad); Principio de juez natural (derecho a tribunal competente); Derecho a un debido proceso (aplicación de derechos y garantías reconocidos en la Constitución, en la ley y en el derecho internacional).-(Garantía criminal; garantía penal; garantía procesal y garantía ejecutiva) . 

En el caso del médico; como una de las profesiones en donde se cometen más Delitos Omisivos, que a la hora de ser procesados son tipificados como Homicidio Culposo, puede tener un doble origen, sintetizando todas las posibilidades imaginables. O bien, proviene de una actuación  defectuosa o bien de la omisión de las medidas indicada al caso en cuestión, en este sentido la omisión  puede caer en la infracción de las normas de cuidado, puede caer en el juicio de indicación o en la aplicación  de las medidas adecuadas (lex artis). La terminología jurídica distingue tradicionalmente la culpa debida a imprudencia (generalmente casos de  extralimitación de los riesgos permitidos) negligencia (por falta de atención suficiente) o impericia por falta de conocimientos  o de habilidad para aplicarlos.)

Las formas de aparición de la infracción del deber de cuidado revisten una gran complejidad dependientes de las distintas fases que comprende un tratamiento.  Las omisiones de algunas de ellas pueden determinar por si sola la existencia de responsabilidad penal por parte del facultativo, aunque esta puede también provenir por la realización indebida de todo un tratamiento. La actuación incorrecta en una u otra fase puede tener consecuencia de diferente gravedad para el paciente, e incluso el fallo de una de ellas puede predeterminar el de las que vienen en aplicación después. 
En situaciones extremas, la equivocación en cualquiera de ellas  puede originar un grave deterioro en la salud del paciente o su muerte, que escapa de los lates del jurista y que entra de lleno en las apreciaciones basadas en las prescripciones de la ciencia médica. No obstante puede ser útil considerar algunas de las particularidades que pueden presentar, desde el punto de vista estrictamente jurídico, las fases más significativas del tratamiento medico, haciendo énfasis también en la lex artis y lo que en la ciencia médica se conoce como Iatrogenia; es decir cuando el medico al ejercer su profesión, falta al deber objetivo debido y como consecuencia de esa omisión se produce un daño  en la integridad física de su paciente, tal conducta genera responsabilidad penal, en consecuencia de una acción por omisión.

En tal sentido el diagnostico debe de ser efectuado o realizado obligatoriamente en el momento en que se da la relación médico – paciente  debido a que por un diagnostico defectuoso  o incorrecto se pueda determinar si existe responsabilidad  penal en el ejercicio profesional del médico, una vez comprobado que de un diagnostico incorrecto se deriven consecuencias perjudiciales para el paciente, por ejemplo el recetar un medicamento vencido y prolongar la enfermedad que pudo ser curada en menos tempo, o en alguno de los casos causar la muerte por no haber hecho un diagnostico correcto.

X. CAPITULO: DETERMINACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DEL MÉDICO

De acuerdo al Título III del Código Procesal Penal las acciones procesales llevadas a efecto son las siguientes:

A.- Definición Juridica
Según el Artículo 51.- que nos habla de la Titularidad; la acción penal se ejercerá: 
1. Por el Ministerio Público, de oficio, en los delitos de acción pública; 
2. Por el Ministerio Público, previa denuncia de la víctima, en los delitos de acción pública a instancia particular; 
3. Por la víctima, constituida en acusador particular o querellante, según el caso, y, (Arto. 9 CPP) 
4. Por cualquier persona, natural o jurídica, en los delitos de acción pública. 

En el caso de las faltas penales, el ejercicio de la acción penal se ejercerá, según el caso, por la víctima, la autoridad administrativa afectada o la Policía Nacional. 
La acción civil por los daños y perjuicios provocados por el hecho que motiva el proceso penal se ejercerá ante la misma sede penal, una vez firme la resolución respectiva, en los casos y en la forma prevista en el presente Código: 
Arto. 1, 10, 54, 69, 72, 75, 76, 77, 78, 81, 89, 91, 92, 109 Inco. 3; 110 Inco. 4 y 
7; 226, 263, 324, 325, 338 CPP 
B.- De las Condiciones Legales del Ejercicio del Principio de Oportunidad 


Según el Artículo 55. CPP- son manifestaciones del principio de oportunidad la mediación; la prescindencia de la acción; el acuerdo, y la suspensión condicional de la persecución. 

No se aplicará el principio de oportunidad cuando se trate de delitos contra el Estado o cometidos con ocasión del ejercicio de sus funciones por funcionarios nombrados por el Presidente de la República o la Asamblea Nacional o por los que hayan sido electos popularmente o sean funcionarios de confianza. 
En todo caso, la aplicación del principio de oportunidad dejará a salvo el derecho al ejercicio de la acción civil en sede penal o civil ordinaria. 
de acuerdo a los siguientes Artos. 7, 14, 56, 59, 61, 63, 72, 81, 110 Inco. 7; 226 CPP .
Artículo 56.- Mediación. La mediación procederá en: 
1. Las faltas; 
2. Los delitos imprudentes o culposos; 
3. Los delitos patrimoniales cometidos entre particulares sin mediar violencia o intimidación, y, 
4. Los delitos sancionados con penas menos graves.
Arto. 14, 72, 423 Inciso. 1 (que reforma arto. 94 L.O.P.J.); CPP 


De acuerdo al Artículo 57.- Mediación previa. En los casos en que la mediación proceda, de previo a la presentación de la acusación o querella, la víctima o el imputado podrán acudir en procura de un acuerdo total o parcial ante un abogado o notario debidamente autorizado, o ante la Defensoría Pública o un facilitador de justicia en zonas rurales, acreditado por la Corte Suprema de Justicia para mediar. La Corte Suprema de Justicia organizará el funcionamiento de los facilitadores de justicia en zonas rurales. 
De lograrse acuerdo total, se deberá hacer constar en un acta que las partes someterán a la consideración del Ministerio Público, el que dentro del plazo de cinco días deberá pronunciarse sobre su procedencia y validez. Si transcurrido este plazo no ha recaído pronunciamiento del Ministerio Público, se tendrá por aprobado el acuerdo reparatorio. 
Cuando en criterio del Ministerio Público el acuerdo sea procedente y válido, el fiscal o cualquier interesado si éste no se ha pronunciado, lo presentará al juez competente solicitándole ordenar su inscripción en el Libro de Mediación del juzgado, y con ello la suspensión de la persecución penal en contra del imputado por el plazo requerido para el cumplimiento del acuerdo reparatorio, durante el cual no correrá la prescripción de la acción penal. 


Si el imputado cumple con los compromisos contraídos en el acuerdo reparatorio se extinguirá la acción penal y el juez a solicitud de parte dictará auto motivado, declarándolo así. En caso contrario, a instancia de parte el Ministerio Público reanudará la persecución penal. 

Si se lograra acuerdo parcial, al igual que en el caso anterior, el acta se anotará en el Libro de Mediación del juzgado y la acusación versará únicamente sobre los hechos en los que no hubo avenimiento. 
Arto. 14, 58, 71, 72 CPP 

Artículo 58.- Mediación durante el proceso. Una vez iniciado el proceso penal y siempre que se trate de los casos en que el presente Código autoriza la mediación, el acusado y la víctima podrán solicitar al Ministerio Público la celebración de un trámite de mediación. De lograrse acuerdo parcial o total, el fiscal presentará el acta correspondiente ante el juez de la causa y se procederá en la forma prevista en el artículo anterior. Estos acuerdos pueden tomar lugar en cualquier etapa del proceso hasta antes de la sentencia o del veredicto en su caso. Cumplido el acuerdo reparatorio, el juez a instancia de parte decretará el sobreseimiento correspondiente. Arto. 14, 72, 155, 254 CPP 
Artículo 61.- Acuerdo. Iniciado el proceso, siempre que el acusado admita su responsabilidad en los hechos que se le imputan, en su beneficio y por economía procesal, el Ministerio Público y la defensa, prevé. 

D.- Legislación comparada

Según la Legislación Española: Dentro del «homicidio y sus formas», Título I del Libro II del Código Penal, artículos 138 a 143, se castiga el homicidio imprudente en el artículo 142: 1) El que por imprudencia grave causare la muerte de otro, será castigado, como reo de homicidio imprudente, con la pena de prisión de uno a cuatro años. 2) Cuando el homicidio imprudente sea cometido utilizando un vehículo a motor, un ciclomotor o un arma de fuego, se impondrá así mismo, y respectivamente, la pena de privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores o la privación del derecho a la tenencia y porte de armas, de uno a seis años. 3) Cuando el homicidio fuere cometido por imprudencia profesional se impondrá además la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión, oficio o cargo por un periodo de tres a seis años.

Art. 142.1: Como consecuencia del artículo 12 del Código Penal, que instaura un sistema de numerus clausus respecto a la imprudencia, nos encontramos con la tipificación del artículo 142; lo que caracteriza el homicidio imprudente es la falta de dolo, es decir, distingue este delito del homicidio doloso castigado en el artículo 138 del Código Penal. 


La ausencia de dolo consiste en la falta de conocimiento y voluntad intencional directamente dirigida a causar la muerte de otra persona, sin embargo, el problema del dolo, en la doctrina y en la práctica española, se ha oscurecido como consecuencia de una tendencia a objetivizar un elemento tan eminentemente subjetivo como es el dolo, pues su existencia se hace depender no de la intención real de matar, sino de los medios empleados o del lugar del cuerpo en que haya incidido el ataque, llegando por esta vía en ocasiones, a resoluciones materialmente injustas, porque se imputan a título de homicidio doloso, conductas evidentemente imprudentes que deberían castigarse con arreglo al artículo 142.


Por otra parte, el artículo 142.1 exige «imprudencia grave», que sirve para distinguir este delito de la falta prevista en el artículo 621.2 del Código Penal: «Los que por imprudencia leve causaren la muerte de otra persona, serán castigados [...]», falta que sólo podrá perseguirse mediante denuncia de la persona agraviada o su representante legal (art. 621.6 del Código Penal). El término imprudencia grave se utiliza para designar los supuestos antes denominados de imprudencia temeraria, aludiendo a la infracción del deber objetivo de cuidado, que comporta la vulneración de las más elementales reglas de cautela o diligencia exigibles a cualquier ciudadano. 


La distinción de esta imprudencia grave con la imprudencia leve, vendrá determinada por el grado de infracción de la norma de cuidado y el grado de peligrosidad de la conducta del sujeto activo, constituyendo la imprudencia leve del artículo 621.2 del Código Penal, la infracción de las normas de cuidado no tan elementales como las vulneradas por la imprudencia grave, que respetaría no un ciudadano normal o poco diligente, sino un ciudadano cuidadoso. 

E.-. ANALISIS DE SENTENCIA SOBRE HOMICIDIO CULPOSO
VER ANEXO 3
Habiendo leído la sentencia No. de Asunto Principal, SP11-P-2005-000781 de 

 San Antonio del Táchira, del 27 de Abril de 2005, causa imputable a la ciudadana SANDRA RIVERA CUELLAR, en contra de KAREN SIRLEY RIVERA CUELLAR, en donde se aborda  El principio de oportunidad, en una alternativa a la prosecución del proceso, mediante el cual, se autoriza al Representante del Ministerio Público, para prescindir del ejercicio de la acción penal, bien sea por razones humanitarias, por la insignificancia del hecho punible o por cooperación con la justicia. 
En donde  de acuerdo al procedimiento “El Fiscal del Ministerio Público podrá solicitar al juez de control autorización para prescindir, total o parcialmente, del ejercicio de la acción penal, o limitarla a alguna de las personas que intervinieron en el hecho, en cualquiera de los supuestos siguientes: 
3. Cuando en los delitos culposos el imputado haya sufrido a consecuencia del hecho, daño físico o moral grave que torne desproporcionada la aplicación de una pena…”. De la anterior norma, se desprende que uno de los supuestos para que sea procedente el principio de oportunidad, es en los casos de delitos culposos. 


En efecto, en el presente asunto la Representante del Ministerio Público, considera que los hechos antes descritos, se subsumen o encuadran en el delito de HOMICIDIO CULPOSO; criterio éste, que no comparte esta Juzgadora por las razones siguientes: 


El artículo 411 del Código Penal, señala: 

“El que por haber obrado con imprudencia o negligencia, o bien con impericia en su profesión, arte o industria, o por inobservancia de los reglamentos, órdenes o instrucciones, haya ocasionado la muerte de alguna persona, será castigado con prisión de seis meses a cinco años…” 

El tipo penal, antes señalado, no exige la intención de matar, ni siquiera de lesionar al sujeto pasivo, sino que la muerte de éste se produce por imprudencia o negligencia, o bien con impericia en su profesión, arte o industria, o por inobservancia de los reglamentos, órdenes o instrucciones. 

Ahora bien, la imprudencia, ha sido definida como la falta de cautela o precaución, es la culpa in agendo, lo cual no es el caso de autos, pues la madre del infante, si bien es cierto, ejerció un acción, pues estaba cumpliendo con su deber de amantar a su menor hija, dicha conducta en ningún momento puede considerarse punible, pues la muerte de la menor se produce por una causa que no dependió de ella; la cual fue asfixia POR BRONCOASPIRACION DE CONTENIDO ALIMENTICIO (LECHE). 

En cuanto, a la negligencia, también llamada culpa in omitiendo, la misma supone una abstención, un no hacer, una omisión cuando se estaba jurídicamente obligado a realizar una conducta contraria.


Vemos entonces que, tanto en nuestro país como en los otros a los que hemos hecho  referencia existen elementos muy similares a tomar en cuenta y que deben ser característicos, siendo estos; la omisión, negligencia, impericia e imprudencia; donde se deja bien claro que no es necesario que sea un profesional en el ejercicio de su profesión el que  cometa el delito de omisión. 
Las diligencias procesales practicadas, por el órgano de investigación 
forman parte de las pruebas  que más adelante forman parte de la prueba en el proceso, siendo estas:

1- Acta de investigación penal, suscrita por un funcionario del Cuerpo de Investigaciones Científicas Penales y Criminalísticas,  acta de investigación penal, en donde se deja constancia de que la detective Yhajaira Velazco y la médico forense María Hung, se trasladaron a la residencia antes indicada, siendo atendido por la ciudadana Yhajaira Rivero Cuellar, quien dijo ser la madre de la infante fallecida, señalando que dejo a su menor hija hoy occisa dormida, mientras llevaba a sus otras menores hijas al cuidado diario y cuando regreso, consiguió a su menor hija sin signos vitales.

2-  Constancia de Nacimiento vivo N° 0508555, de fecha 12-02-04, en donde se deja constancia de la fecha de nacimiento de la niña Karen Romero Cuellar, y su respectiva edad. 
3- Acta de inspección N° 108, de fecha 12-02-04, suscrita por la detective Yhajaira Velazco, residencia en donde dejan constancia de que el sitio a inspeccionar es una habitación principal y del cadáver hallado, así como, de la posición en que se encuentra el mismo. 
4- Acta de entrevista de la ciudadana Irma Londono de Angarita en donde señala, que la ciudadana Sandra Rivera le estaba dando pecho a la niña cuando grito…la niña voltio la vista….ella le dijo que llamara al Cuerpo de Bomberos, que vio cuando se puso morada y que cuando llegó el cuerpo de bomberos estaba muerta. 
5-  Acta de defunción,  Protocolo de autopsia N° 128-04, en donde se deja constancia que la causa de la muerte fue ASFIXIA POR BRONCOASPIRACION DE CONTENIDO ALIMENTICIO (LECHE). 

6.- Acta de entrevista realizada a la ciudadana Sandra Rivero, testigo que señala que la madre tenía a la niña en sus brazos dándole pecho, que salió corriendo a llamar a los bomberos y cuando ellos llegaron le dijeron que estaba muerta. 
Los fundamentos de Hecho y de Derecho, están referidos al principio de oportunidad, como una  alternativa a la prosecución del proceso, mediante el cual, se autoriza al Representante del Ministerio Público, para prescindir del ejercicio de la acción penal, bien sea por razones humanitarias, por la insignificancia del hecho punible o por cooperación con la justicia. 
En cuanto, a la negligencia, también llamada culpa in omitiendo, la misma supone una abstención, un no hacer, una omisión cuando se estaba jurídicamente obligado a realizar una conducta contraria; lo cual tampoco es el caso de autos, pues la imputada de autos, al ver que su hija se puso morada, procedió a llamar de inmediato al Cuerpo de Bomberos para que la auxiliaran, por lo que no se puede aseverar en el presente caso, que la imputada de autos, incurrió en omisión. Y por último, la impericia, se considera como la falta de calidad, destreza en el ejercicio de una profesión, empleo o arte; y la inobservancia de Reglamentos, Ordenes o Instrucciones, es la omisión de proceder conforme a lo preceptuado en los reglamentos. 
Con respecto a tales conductas, se hace innecesario abordarlas, en virtud de que de acuerdo a los hechos narrados, no se trata de una culpa profesional, ni mucho menos de alguna infracción o inobservancia de reglamento alguno. 

Hechas las consideraciones anteriores, puede concluir el Tribunal que los hechos antes descritos, no encuadran ni se subsumen en el tipo penal, en estudio, por lo que resulta improcedente a criterio de quien decide, decretar un principio de oportunidad, con fundamento en el numeral 3 del artículo 37 del Código Orgánico procesal Penal, pues la norma exige la demostración de un delito culposo, lo cual no se evidencia de las diligencias de investigación practicadas, ya que la muerte se debió a una causa accidental, y no a una causa imputable; por lo que se le niega  a la  ciudadana Sandra Rivera Cuellar, niega la solicitud de autorización para prescindir del ejercicio de la acción penal en contra de la ciudadana Sandra Rivera Cuellar, por ser improcedente. 
XI. METODOLOGIA UTILIZADA

En la realización de esta investigación se hizo uso de dos tipos de estudio:

El estudio exploratorio, que permitió obtener información  teórica, conociendo que existe mucho trabajo sobre el tema de investigación, donde se logró recopilar bastante información bibliográfica sobre la Omisión en el Proceso Penal, esto se realizo a través de fuentes secundarias.

 Lectura y Análisis, realizado a través de libros de Derecho, Códigos, revistas de Derecho Penal, recortes periodísticos sobre la profesión del médico, libros de medicina, que ayudan a entender conceptos relacionados con esa profesión, conferencias sobre el Médico y  el Derecho Penal. 

Realización y análisis de entrevistas sobre el tema de la omisión y las leyes que los regulan en el caso del médico, dentro de los cuales podemos citar al Master Rudy Saavedra Cárcamo; Dra. María Dolores Flores Jiménez; Dr. Cesar Emir Hernández Delallana; Dr. Carlos José Jacamo Ramírez (Médico y Abogado) y a la licenciada Ligia María Velásquez., Dra. Delia Rosales, Dra. Martha Ileana Fletes.  

XII. CAPITULO: ANÁLISIS Y RESULTADOS 


En nuestro país carecemos de un cuerpo de leyes modernas, ajustados a los cambios sociales, tecnológicos y de toda índole. No tenemos normado los aspectos relacionados con el derecho de los pacientes,  los aspectos de la mala  praxis profesional entre otros. Hay leyes que se estan reformando debido a que datan desde un siglo atrás. El código Civil es de 1904 y el Penal reiteradamente fue acusado de ser anacrónico, siendo nuestro Código Penal, reciente ya que data de junio del 2008 


La constitución de nuestro país le asigna al Estado la responsabilidad de brindar  salud a  nuestro pueblo, pero esa responsabilidad se ve limitada por la carencia de los recursos de todo tipo de trabajo médico, quien se encuentra en medio de la vorágine de problemas al ejercer su profesión. Entonces al momento de morirse un paciente: el médico o el Estado. El galeno por haber incurrido en impericia, imprudencia, u omisión, el Estado que no le brindo los equipo y medicamentos necesarios para salvarle la vida al paciente?.


Por lo expuesto anteriormente es que procedemos a realizar la investigación de campos tomando como aspectos principal las entrevistas a médicos y abogados, que están involucrados de una u otra manera en esta problemática, con el fin de conocer sus opiniones al respecto. 

XIII. CAPITULO: ANÁLISIS DE LA ENTREVISTA  

1. Médicos y Abogado s

Se entrevistaron a tres médicos generales y cinco abogados

(Ver anexo N° 2), los resultados siguientes.

a. Opinión que les merece los casos de Homicidio y lesiones culposas (imprudentes,        Impericia, negligencia y omisión), producidas en el ejercicio de la profesión de       Médicos, en el caso de Nicaragua,

En Nicaragua no existe ninguna documentación escrita sobre negligencia o imprudencia médica como tal en donde se reflejen estos problemas, a diferencia de los Canales de televisión, que brindan reportajes de forma especial; no hay que confundir la mala praxis con los defectos médicos que es lo que se ven en los hospitales y estos defectos médicos de tratamiento, defectos de diagnósticos que es producto de que no tenemos los suficientes equipos, y materiales de reposición periódica y los suficientes recursos humanos etc.

En relación a estos defectos se conforma una comisión que revisa el caso problema, y se ven en caso de que supongamos que exista en los hospitales y el MINSA, un reglamento de hospitales  en el cual deben existir sanciones administrativas porque son defectos médico, no hay nada que ver con lo penal, lo penal va a parte, es decir, es la mala praxis. Algunas escuelas hablan de errores médicos y otros de defectos, ninguno de los dos conllevan responsabilidad penal. 

Otros  de los médicos considera que esta son denuncias promovidas por pacientes que en una actitud de inconformidad por el tratamiento recibido interponen en contra de los médicos sin medir las consecuencias perjudiciales que este le trae al facultativo desde el punto de vista de su reputación, más aun cuando estos no tienen intención  de dañar al paciente, más bien de curarlo, por lo cual esto debería de solucionar a través de la ética médica lo cual no está regulado en este país.

 
Como se observa en las afirmaciones de los galenos, la mayoría son de la opinión que homicidios y lesiones culposas originan por la mala praxis en el ejercicio de la profesión del médico y que en este caso deben ser sancionados como tal, sin embargo plantean que no existan leyes y reglamentos claros acerca de normar el ejercicio médico. Además se reflejan otros aspectos importantes como la necesaria capacitación del médico, es decir el de equipamiento de los hospitales, todo ello lo previene de caer en estos delitos. 

De acuerdo al estudio doctrinario estos elementos mencionados son importantes a la hora de determinar la responsabilidad penal del médico; ya que existen situaciones especiales que salen de control del profesional y que no pueden imputársele debido a las condiciones materiales y financiera en que desarrolla su ejercicio. Fuera de este ámbito toda conducta imprudente y negligente es penalmente relevante.

 b. Tratamiento que debe recibir el médico cuando incurre en estos tipos penales (homicidio y lesión) ante los tribunales de justicia. 

Opinaron lo Siguiente.

Según los principios de Estado de Derecho establece que la ley es igual para todos, el tratamiento que se le debe de dar a los médicos cuando se demuestra que han incurrido en un delito por imprudencia debe ser el mismo que el de cualquier ciudadano común con la  salvedad de que este actuar deberá ser valorado de previo por el Ministerio de Salud o alguna comisión que tenga el hospital, para también evitar que muchas de estas demandas sea interpuestas por una finalidad de venganza del paciente a no sentirse satisfecho por la actuación del médico.

El tratamiento debe ser igual, si el médico cometió un delito hay que procesarlo en base a la ley independientemente ya sea médico o cualquiera otra profesión.

También considera que el judicial no es el que da el diagnostico total de la praxis, es decir, el juez se debe auxiliar de una comisión médica legal, donde tiene que haber especialistas relacionados al caso.

Se considera que esto debe ser competencia de la ética, medica y no de los tribunales ya que el médico no  es un delincuente por lo contrario presta un servicio de mucho beneficio para la sociedad. Y en todo caso esto sucede porque los hospitales no prestan los medios necesarios para que el médico se desempeñe correctamente.

Al médico no se le debe tratar como criminal, por que como médico lo que se quiere es aliviar al paciente nunca perjudicarlo.

Si bien es cierto que el médico juega un papel social, sin embargo debe procesarse como cualquier ciudadano, el médico aunque tenga un estatus de profesional no posee inmunidad. 

Otros de los médicos consideró que el tratamiento debe ser diferente al de un delincuente común, ya que no es lo mismo negligencia por omisión a lo que es negligencia por querer hacer el daño, entonces las sanciones que deben de recibir sería llamados de atención pública , suspensión temporales, retiro definitivo de la profesión o pasar a las personas involucradas a curso de actualización, es decir, una serie de medidas guardadas según el error, ya que de encarcelar al médico es como si este quiso hacer el daño, y eso es inconcebible.

De acuerdo a los entrevistados, tres coincidieron en manifestar que el tratamiento del médico ante los tribunales comunes debe ser igual al de cualquier persona que comete un Homicidio culposo, sin embargo sostienen que el procedimiento debe ser especial en el sentido que se forme una comisión de médicos idóneos (juicios de los pares) los que establezcan un presupuesto mínimo de responsabilidad que les sirva de base al juez.

En cambio los restantes entrevistados opinaron que debe darse al médico un trato especial cuando incurre en un ilícito culposo y como consecuencia de ellos es llevado a los tribunales comunes, y que por las mismas características de la actividad médica no puede dársele un trato igual al de un delincuente común.

c. En Nicaragua es necesario una instancia de regule el ejercicio médico y que  tenga competencia para dirimir estos conflictos.

En este sentido los médicos manifestaron:

Hay cosas que deben ser valoradas por los mismos médicos, sin embargo a la hora de conformar esta comisiones se debe ser cuidadoso. El primer responsable según tengo entendido en cuanto a la regulación del ejercicio médico es el MINSA, lo que sucede el que este delega en el colegio médico, entonces el colegio médico deberá ser la misma instancia que analice esta problemática. 

El colegio médico regula los errores y defectos médicos, pero si en un delito lo regula el poder judicial, el juez es quien designa la comisión médica y que sean médicos que nada tiene que ver con el hospital donde labora el médico a evaluar, no sólo tienen que ir los especialistas sino también un médico forense que coordine esa comisión o la coordine el juez, pero con auxilio del médico forense, si hay diversidad de criterios que cada médico emita por escrito su opinión en  donde el juez tendrá que discernir. 

Aquí en Nicaragua se habla primero, segundo y tercer peritaje, primero, cuando están viendo al paciente, segundo cuando estos impugnan y necesitan un segundo para discernir un poco, y tercero cuando el primero y segundo no concuerda o sea este tercero va a dirimir, pero además de eso existe cuarto peritaje que es en conjunto, es decir, que son comisiones médicos legales. En cualquier caso de mala praxis el juez no tiene que estar solo, tiene que acompañarse de comisiones  médicos legal.


Es de la  opinión que al médico si se le haya culpable además de su sanción penal debería pagar, llevándolo al ámbito civil.


Todos los entrevistados coinciden en que es necesario la creación de una instancia (como el colegio médico) la cual se encarga  de regular el ejercicio profesional del médico y que tenga competencia para conocer y dirimir las cosas de ilícitos culposos producidos en el ejercicio de su profesión.


Considero que está instancia debe valorar tanto los principios éticos del médico, así como también los casos en los que el resultado de su tratamiento ser adecué a una omisión o un ilícito culposo. En la medida que nuestra  legislación penal considera que a mayor gravedad que el resultado se considera delito y a menor gravedad se considera falta, lo cual es relevante en la aplicación de una sanción por la responsabilidad que genere el médico en su ejercicio profesional. Esto ayudaría a un mejor esclarecimiento en el sentido que si este tipo  de actividad es merecedora de un proceso penal o de un proceso meramente administrativo de conformidad al reglamento establecido y a la forma que nuestro Código Penal regula las faltas contra las personas. 

d. Qué condiciones debe reunir el médico en  su ejercicio personal que le permita un margen mínimo de imprudencia.


Lo básico es la preparación académica y la experiencia de tener una clínica médica  (Tomar el pulso, ver el  color de la piel etc.) o sea una serie de síntomas que siguen siendo válidos, pero también es cierto que hay una serie de tecnología actual que le permite llegar a diagnósticos que antes no se alcanzaban por ej. La Tomografía, evita que se le hagan al paciente algunas intervenciones innecesarios, es decir, el desarrollo tecnológico actual debería obligar   a nuestra instituciones a crear condiciones  de apoyo de este tipo de diagnostico ya que en las instituciones privadas la responsabilidad de los medios es mayor al que ejerce en una institución pública. Sin embargo existen hospitales con sus propias características como el Militar en donde existen comités de diagnósticos, de historial clínica etc.,  que se reúne periódicamente y evalúe el actuar, revisa los expedientes.

 
Sin embargo en relación a los defectos médicos el MINSA, debería supervisar si las instituciones privadas están dotadas realmente para ejercer la medicina y si estas no están lo suficiente equipadas no las debería dejar funcionar, y  así no poner en riesgo la vida.  


Los entrevistados fueron categóricos al afirmar que las condiciones necesarias para que le médico ejerza su profesión como un mínimo de imprudencia en torno a la capacidad  y actualización  científico – técnica del médico al abastecimiento técnico material de los hospitales, apoyo diagnósticos, capacitación al personal de apoyo, recursos financieros. Sin embargo estos aspectos no implican que el médico no garantice la diligencia debida.

Considero que estas condiciones mínimas para ejercer la labor médica en relación a la capacitación técnica, deberían estar entrelazadas con las condiciones mínimas que deben tener todo hospital, ya que la prudencia del médico es este sentido deber ser analizada dentro del marco de las condiciones en que actúa.

e. Conocimientos de la responsabilidad penal del médico en su ejercicio profesional.

En relación a este aspecto respondieron los consultados.


En cierta medida los médicos tienen conciencia jurídica. Lo que no tienen es el conocimiento, de en  qué consiste su responsabilidad jurídica con respecto a sus acciones,   ningún hospital cuando el médico ingresa le dice cuáles son sus derechos, y sus deberes ante el Estado o ante cualquier error o negligencia que este regulado por la legislación. Que el médico tenga conciencia o no del a importancia de la vida de un paciente va estrechamente ligado a la ética profesional.


Por referencia más que todo, es decir, el tipo de sanciones a que son acreedores, o referencia de otros colegas, la preparación del médico es limitada a los que enseñan las universidades, y hasta hace cuatro años no se hablaba de la responsabilidad del médico, hasta ahora se viene haciendo énfasis en los congresos de la importancia estos temas, de cuestiones de ética médica, regulación de medicina etc., poco a poco se ha ido abriendo conciencia. 


No existe preparación penal de ninguna clase, por lo tanto se desconoce la repercusión penal que tiene el ejercicio médico, sin saber tampoco a qué tipo de acusación están expuestos. Sin embargo en lo personal estoy de acuerdo que cuando un médico no tiene la capacidad para ejercer su oficio y por tal razón este cae en negligencia, debe ser castigado.


En Nicaragua casi de forma generalizada todos los médicos no tenemos conocimientos jurídicos específicos de la responsabilidad penal en relación al ejercicio de su profesión, sin embargo tenemos conocimiento de ética profesional. 

De las entrevistas  se desprende la ausencia que existe dentro  del gremio médico de un conocimiento necesario de la responsabilidad  penal de la cual puede ser sujeto en el ejercicio de su profesión.

f. Recomendaciones planteadas alrededor de los casos de negligencia médica, es decir, regulación, tratamientos, procedimientos entre otros.  


Hay que escribir y publicar acerca de negligencia médica para establecer una conciencia  de la responsabilidad del ejercicio médico, y brindar a médicos  y abogados dentro de programas de medicina legal que no existen en nuestro país.


Debería pasar a la responsabilidad civil y no la penal, y que lo primero que se debería de hacer es reformar el código penal, ya que no es posible que el médico se considere como un delincuente, si se va juzgar  que sea en los términos civiles y en segundo lugar  mientras no exista una identidad reguladora debería seguirse basando en comisiones nombradas por el MINSA, con especialista en la materia según el caso típico que se dé.


Un médico antes de pasar a los tribunales comunes debe ser valorado por una comisión, por  el momento se han hecho intentos por conformar lo que es el colegio médico, ya que esto existe en todos los países latinoamericanos y Nicaragua, es el único país que no tiene regulado el colegio médico.


La situación concreta en Nicaragua requiere que, antes de determinar estos hechos como delito debe entrar a la ética. Debe haber un proceso educativo para la sociedad para que sepa cuáles son los canales a los que debe recurrir, y que los sistemas de controles detecten las fallas de los médicos antes que la población proteste, es decir, en las instancias de salud deben de haber controles permanentes para ver cuando se cometen estos tipos de lesiones u homicidios culposos, independientemente que el paciente reclame  o no, que no muera un paciente en los hospitales sin que se le haga una autopsia, sin que quede sujeto a la voluntad de los familiares , sino al Estado, entonces el objetivo, debe ser  educativo preventivo, tratar de que no lleguen  las protestas, es decir, que la regulación  en Derecho Penal sea la instancia última.

XIV.  CAPITULO: CONCLUSIONES
Tomando en cuenta el resultado de la investigación realizada y el desarrollo del tema del Delito de Omisión en el ejercicio de la profesión del médico, tiene por finalidad procurar conservar y restablecer la vida, salud, integridad física de las personas, por lo que tiene una posición de garante ante estos bienes jurídicos protegidos, por lo tanto debe recibir un procedimiento especial para la determinación de su responsabilidad penal.

La responsabilidad penal se determina a partir del estudio o análisis de una serie de elementos entre los que se distinguen el fallo técnico, infracción de la Lex artis y el cuidado objetivamente debido, además de la propia capacidad, las circunstancias del tiempo y lugar, el trabajo en equipo y el deber del médico en informar.

  Cuando el médico incurre en fallo técnico o Iatrogenia en el ejercicio  profesional no existe responsabilidad penal, porque se considera caso fortuito.

Médicos como abogados, coinciden en que a los primeros debe dárseles un tratamiento especial cuando son demandados ante los tribunales comunes cuando incurren en los delitos de Omisión, que de acuerdo a la tipicación  del legislador, quedan contemplados como homicidios y lesiones, debido a la modalidad culposa y por las características de su ejercicio profesional. Pero debe ser procesado por la legislación común. Al respecto señalo una entrevista del Dr. Elio Artola Narváez, quien en ese momento era un Coordinador del Movimiento Medico Prosalario: “Nosotros debemos estar conscientes que el Colegio Médico, no es para beneficio de los médicos, sino que su razón de ser.
De acuerdo a las entrevistas de los judiciales se infiere que: 

El MINSA a través de la Intendencia Nacional de Hospitales, conforma un Comité de médicos especialistas, para determinar cuando un médico incurre en omisión, negligencia e, imprudencia en el ejercicio de la profesión. Esto ocurre cuando los perjudicados introducen  la demanda directamente a ese Ministerio.  

En Nicaragua, no existe una instancia que regule el ejercicio de la profesión del médico, lo que en otros países se llama Colegio Médico, que en coordinación con el MINSA, establezca claramente los derechos, deberes y obligaciones de los profesionales de la salud.

El médico debe ser sancionado tanto penal y civilmente según la gravedad, cuando incurre en mala práctica médica.

Es importante señalar que en los últimos años, se han incrementado las demandas de pacientes contra médicos, por delitos de  Omisión, procesados por el legislador como homicidio o   lesiones culposas.

RECOMENDACIONES

De acuerdo al estudio de la investigación realizada y el desarrollo del tema “ El Ejercicio de la Acción Penal en los Delitos Omisivos, he concluido que tanto la acción como la omisión constituyen modalidades del actuar de un sujeto siempre que estén dirigidas a un fin determinado y dominada por la voluntad dirigente, siendo distinguidas en el ámbito jurídico-penal por su relación con el perjuicio del bien jurídico ( la comisión daña al bien jurídico mediante una actividad corporal perceptible en el mundo exterior y la omisión a través de una inactividad corporal), siendo necesario agregar en el caso de esta última la particularidad de que dicha manifestación de conducta tiene que ser parte del sistema normativo, el que calificara como tal a aquellos comportamientos que impliquen la no realización de acciones que el sistema espera que sean llevadas a cabo.

La selección de las conductas humanas que formarán parte de los delitos omisivos deberá valorar el cumplimiento de la función protectora del Derecho Penal, su carácter subsidiario y el cumplimiento del principio de Necesidad a través de la norma. La inutilidad o escasa eficacia de otras ramas del Derecho no puede conducirnos a un sistema carcelario de penalidades, sino al equilibrio de la balanza y con ella de los principio de justicia, equidad y legalidad, en este sentido los delitos omisivos, bien propios como impropios requieren de los estudiosos de la ciencia penal una mirada más aguda, que les permita continuar  reforzando lo que hasta en la actualidad se ha hecho.

Debe plantearse, un antejuicio o una valoración con respecto a los delitos de Omisión en este caso referido al profesional de la medicina, a la instancia penal.

La formación de un Colegio Medico es necesario como organismo rector de la profesión que ayude a regular en coordinación con el MINSA en el ejercicio de las profesiones de salud, en general y a su vez sirva al judicial para establecerse lo parámetros en que debe determinarse la negligencia médica. Al igual sirva de ente regulador a todas las instituciones de salud tanto públicas como privadas.

Siendo la medicina una ciencia en la que para ejercerla es necesario tener capacidad conocimiento, práctica, ética acompañada de valores humanos, entre otros, es necesario aplicar o establecerse en el Reglamento o en la Ley Orgánica del MINSA los tratamientos a seguir en determinadas enfermedades, principios deontológico de la medicina, etc., que en determinado momento le sirvan al juez de parámetro y que conforme al  derecho  determinar si la acción del médico fue delictiva, omisiva, negligente y en consecuencia merecedora de una pena por responsabilidad penal  o bien a través de la tipificación de los delitos tipificados de omisión en el código penal. 

Al médico en su preparación universitaria se le debería brindar, a través de una asignatura, los conocimientos jurídicos penales en relación al ejercicio de su profesión

RECOMENDACIONES Al SISTEMA JUDICIAL 

Unos de los peores rasgos de la sociedad médica latinoamericana es el extendido desconocimiento de las leyes vigentes y la poca cultura jurídica sobre derechos y obligaciones. Ello ocasiona que muchos profesionales violen leyes de cuya existencia no sabían, desconocían o que preferían ignorar. En este sentido, se hace necesario establecer la materia legal en el pensum de estudios de las diferentes especialidades, ya que existe una falta absoluta de información sobre la naturaleza de la obligación del profesional.

Muchos desconocen, incluso, las normas mínimas de seguridad para una práctica segura de la anestesia, normas vigentes desde junio de 1992 y, hasta se tropieza con situaciones claramente reñidas con aspectos éticos-legales (no científicos) tales como, dejar a un paciente sin atención anestésica al abandonar el quirófano, realizar anestesias simultáneas, no cumplir con las normas establecidas en la ley ni en los códigos y reglamentos vigentes, entre otras. Un buen número de demandas en anestesia proceden por abandono del paciente.

Vemos como la determinación de su responsabilidad se complica por las características particulares de la especialidad que ejerce y por hecho de intervenir conjuntamente con otros profesionales, además, por la creciente bibliografía relacionada con demandas judiciales contra anestesiólogos, se puede inferir que la especialidad es en la actualidad objeto de un minucioso escrutinio por parte del Poder Judicial 

Por todo ello, CONSIDERO NECESARIO el conocimiento de la ley, donde se les de mayores aportes al judicial que valora el caso a como también debe constituir parte de la formación médica, tanto en el pre-grado como en el pos-grado.

 RECOMENDACIONES A LOS MEDICOS PARA EVITAR DENUNCIAS Y ACUSACIONES.

1.- Lo primero y más importante es la condición de practicar una medicina actualizada y cuidadosa (5), una atención médica anestésica de calidad, actuar siempre en interés del paciente. Elevar la calidad de los servicios y aproximarse a la excelencia, es el más eficiente medio para reducir la yatrogénia, el error médico, las quejas y reclamaciones. Esto resulta bastante obvio, y creo que la mayoría de los profesionales lo intentan y creen verdaderamente que están practicando una buena medicina. Desgraciadamente, existe una cantidad considerable de factores que hacen cuestionamiento en la atención médica. Muchos facultativos no se mantienen actualizados y trabajan de acuerdo con los estándares existentes de 10 a 20 años atrás. 
Por otro lado, la masificación de la profesión, la tendencia a reducir los costos, el auge de la medicina pre-pagada, la cartelización de las compañías de seguros y los cambios en la modalidad de pagos, son todas circunstancias que pueden llevar a una reubicación de los recursos a otros sectores y a una práctica insegura de la anestesia. 
Vemos con preocupación el crecimiento incontrolado de la cirugía ambulatoria en locales no apropiados y sin los equipos mínimos recomendados.


Por todo ello, el Médico Anestesiólogo debe aprender a manejar el riesgo ineludible de la anestesia con profesionalismo y ello requiere mantener una formación científica médica continuada, no son suficientes los estudios de pos-grado en anestesiología, la buena formación y la experiencia aumentan realmente la seguridad. Las escuelas médicas modernas entrenan y capacitan sus alumnos con simuladores en anestesia. Un anestesiólogo competente y presente junto al paciente durante todo el acto anestésico garantiza muy buenos resultados, al igual que ejercer en instalaciones adecuadas, y bajo condiciones mínimas de seguridad.

El profesional deberá entrenarse en alguna sub-especialidad dentro de la anestesiología (Cardioanestesia, Anestesia Pediátrica, Neuroanestesia, Anestesia Obstétrica, Anestesia para Transplantes, Terapia del Dolor, Anestesia para Cirugía Ambulatoria), ello mejora la formación y da muy buenos resultados.

Esta educación debe ser labor de las Sociedades Científicas y de las Universidades Nacionales. Ellas deben tener y ofrecer programas de actualización médica continua. Las Sociedades deben hacer reuniones clínicas mensuales, trabajando en conjunto con las diferentes cátedras.
La Recertificación, renovación periódica de los títulos, deben tomarse tan seriamente como el otorgamiento inicial del mismo. Existe jurisprudencias contra hospitales y clínicas y / o sus equipos médicos, o ambos como responsables, si la incompetencia de un médico "se conocía o debió haberse conocido" y no se actuó en consecuencia. Es conveniente autoevaluarse, cada cierto tiempo, el nivel de competencia profesional. La simple formación, asistencia a congresos no es suficiente, ello no acredita la calidad del ejercicio profesional. Debemos documentarnos continuamente de las últimas técnicas y avances con revistas, artículos científicos, etc.

2.- 
Todo médico debe ajustar su conducta y actuación a los deberes que le impone la Ley de Ejercicio de la Medicina, el Código de Deontología Médica y la Lex Artis ( actuar conforme a lo aceptado dentro del medio ).

En particular, no debe tener otro norte que el de la salud y el bienestar de su paciente. Ha de tener presente que en el ejercicio de cualquier profesión y en especial, en el ejercicio médico existe jurídicamente, el llamado Deber Objetivo de Cuidado (6).

La ley no espera que un médico lo sepa todo, pero exige que cada profesional reconozca los límites de su conocimiento y capacidad. 

En relación a lo planteado, son las normas éticas, jurídicas y reglamentarias las que orientan al médico de manera más objetiva. A través de ellas debe saber lo que ha de hacer y lo que debe abstenerse de realizar. Tal como lo dice Romeo Casabona (7): cuando el médico concientiza el considerable y delicado poder que la ciencia y su técnica ha puesto en sus manos "... es entonces cuando se le presenta la necesidad de acudir a una referencia tranquilizadora: las normas éticas y jurídicas”.

Son al contrario de lo que aparentan la guía que puede orientar con más idoneidad sus procederes profesionales. Tales normas constituyen su seguridad, además de aislar de su ámbito profesional a los sujetos que no tienen los requisitos éticos y técnicos apropiados. El conocimiento de las leyes que regulan y afectan el ejercicio de la medicina es necesario por diversas razones:

a) Para asegurar que el acto médico sea coherente con los principios legales vigentes.

b) Para proteger la seguridad pública y, con ello proteger los derechos de las personas enfermas y establecer normas y reglas que permitan el ejercicio a los médicos.

c) Para diferenciar su responsabilidad personal de la de otros profesionales en el acto diagnóstico y terapéutico.

d) Para proteger al médico, a la institución donde presta servicios y a la digna profesión del arte de curar.

Unos de los peores rasgos de la sociedad médica latinoamericana es el extendido desconocimiento de las leyes vigentes y la poca cultura jurídica sobre derechos y obligaciones. Ello ocasiona que muchos profesionales violen leyes de cuya existencia no sabían, desconocían o que preferían ignorar. En este sentido, se hace necesario establecer la materia legal en el pensum de estudios de las diferentes especialidades, ya que existe una falta absoluta de información sobre la naturaleza de la obligación del profesional en el acto anestésico. Muchos desconocen, incluso, las normas mínimas de seguridad para una práctica segura de la anestesia, normas vigentes desde junio de 1992 y, hasta se tropieza con situaciones claramente reñidas con aspectos éticos-legales (no científicos) tales como, dejar a un paciente sin atención anestésica al abandonar el quirófano, realizar anestesias simultáneas, no cumplir con las normas establecidas en la ley ni en los códigos y reglamentos vigentes, entre otras. Un buen número de demandas en anestesia proceden por abandono del paciente.

En el caso del anestesiólogo, vemos como la determinación de su responsabilidad se complica por las características particulares de la especialidad que ejerce y por hecho de intervenir conjuntamente con otros profesionales, además, por la creciente bibliografía relacionada con demandas judiciales contra anestesiólogos, se puede inferir que la especialidad es en la actualidad objeto de un minucioso escrutinio por parte del Poder Judicial 

Por todo ello, el conocimiento de la ley debe constituir parte de la formación médica, tanto en el pre-grado como en el pos-grado.
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19.- Monografía Dr. Luis Alfredo Alarcón Flores, Abogado, Magíster y Doctor

20.-Webmaster - Editor responsable: rjaschek@fibertel.com.ar 8recuperado el 12 de enero 2009)
XIV.  GLOSARIO DE TERMINOS
ACCIÓN PENAL: “La acción penal es una obra enteramente estatal” Maier. Es pública, por cuanto el Estado es quien administra justicia mediante el proceso penal, lo que implica desde la potestad de perseguir el delito hasta el hecho de ejecutar la sanción penal materializada en la pena, y la ejerce a través de sus órganos.
OMISIÓN: la omisión es una forma de conducta humana independiente de la acción, aunque guarda relación con ésta. 
CULPA: Es la calidad  jurídica de la conducta, que por acción u omisión y sin dolo GARANTE: causa un daño injusto en el orden penal, civil, procesal etc. generando una obligación. 

 BIEN JURÍDICO: Un BIEN, en general, es todo aquello que sirve para satisfacer necesidades humanas (individuales o colectivas). Y será JURÍDICO cuando es objeto de protección por el sistema jurídico.-
Persona que garantiza una cosa o avala a alguien.

Diccionario Manual de la Lengua Española Vox. © 2007 Larousse Editorial, S.L.
La posición de garante se define genéricamente por la relación existente entre un sujeto y un bien jurídico, determinante de que aquel se hace responsable de la indemnidad del bien jurídico. 

HOMICIDIO CULPOSO: En sentido estricto, es definido como una conducta o acción típica (tipificada por la ley), antijurídica (contraria a Derecho), culpable y punible. Supone una conducta infraccional del Derecho penal, es decir, una acción u omisión tipificada y penada por la ley. La palabra delito deriva del verbo latino delinquere, que significa abandonar, apartarse del buen camino, alejarse del sendero señalado por la ley. 
 IMPRUDENCIA: Es el hecho involuntario, generalmente de comisión, que consiste en una falta de previsión o en la ausencia de precaución de la que puede derivar causando daño en una responsabilidad penal o civil. Cuando el hecho es involuntario consiste en una omisión, se trata propiamente de negligencia. 

IMPERICIA: Esta genéricamente determinada por la insuficiencia de conocimiento para la atención del caso, que se presume y se consideran adquiridos, por la obtención del título profesional y el ejercicio de la profesión, asimismo es la incapacidad técnica para el ejercicio de una función determinada. 
Ejemplos de actos médicos por impericia se presentan cuando se diagnostica un embarazo ectópico en el caso de una obstrucción intestinal o en el caso de una operación de un diabético sin la realización del riesgo quirúrgico, en el que en el análisis de orina pudiese aparecer signos de diabetes, produciéndose en ambos casos un desenlace fatal que podría haberse evitado con un mínimo de pericia. 
NEGLIGENCIA MEDICA: Es una modalidad de culpa que guarda sintonía con una práctica médica deficiente, con descuido y desatención. Es hacer un menos de lo que se debería hacer. Ejemplo: cuando el cirujano luego de practicar una operación quirúrgica olvida una gasa o instrumento en el campo quirúrgico.
RESPONSABILIDAD PENAL: La  responsabilidad penal se concreta en la aplicación de una pena, por acción u omisión ya sea dolosa  o culposa del autor.

DEBER JURÍDICO: Es el deber que las normas jurídicas imponen a los sujetos en virtud de su peculiar obligatoriedad es caracterizado también por arte de la doctrina como un simple estar sometido a las sanciones previstas por esas normas para el supuesto que no se realice la conducta que ellas establecen.
INSTANCIA PARTICULAR O PRIVADA: Debemos entender la condición de procedibilidad, de la manifestación de la voluntad de la victima de que el delito sea perseguido.
DELITO CULPOSO: En Derecho se define al delito culposo como el acto u omisión que produce un resultado descrito y sancionado en la ley penal, a causa de no haber previsto ese resultado siendo previsible, o se previó confiando en que no se produciría, en virtud de no observar un deber de cuidado que debía y podía observar según las circunstancias y condiciones personales.
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